
 
 

   

                                       FISCALÍA DE ESTADO 
                                GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE JUJUY 
 

San Salvador de Jujuy, 18 de noviembre de 2016 

 

AL SEÑOR 

SUBSECRETARIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS 

DE LA NACIÓN 

DR. BRIAN SCHAPIRA 

 

REF: MC 25-16 Milagro Sala y otros, Argentina 

  

 

Estimado Dr. Brian Schapira: 

En virtud de la comunicación iniciada por la CIDH como consecuencia del informe 

presentado por los solicitantes en el marco del trámite MC-25-16 y MC-26-16, el Poder 

Ejecutivo de la provincia de Jujuy acompaña el presente informe en respuesta a la solicitud de 

la CIDH consistente en:  

(A) Informar las acciones que se estarían adoptando para dar cumplimiento a las 

recomendaciones efectuadas en la opinión N° 31/2016 del GTDA de Naciones Unidas; y 

(B) Presentar las observaciones que estime pertinente sobre la mencionada opinión. 

 

A. Medidas dispuestas por el Gobierno provincial de Jujuy a raíz de la Opinión 

N° 31/2016 del GTDA 

Primeramente, se informa al Gobierno Nacional –para posterior comunicación a CIDH- que a 

la luz de la opinión N° 31/2016 del GTDA de Naciones Unidas el Poder Ejecutivo Provincial 

procedió a dictar el Decreto N° 2647/2016, por el cual el Gobernador de la provincia instruyó 

al organismo gubernamental competente, Fiscalía de Estado, a presentar y poner en 

conocimiento de los jueces y fiscales con competencia en todas aquellas causas judiciales en 

las que se investigan hechos sistemáticos de corrupción y fraude a la administración pública el 

contenido de las recomendaciones efectuadas por el GTDA. 
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El alcance de dicho decreto está demarcado por todas las causas penales que estarían 

alcanzadas por la opinión antes mencionada, en las que el Estado provincial es parte 

querellante en defensa de los intereses jurídicos y patrimoniales de la provincia de Jujuy y su 

población. 

Conforme surge de los considerandos del referido decreto provincial, su dictado está 

motivado por la irrestricta voluntad de la Provincia de Jujuy de cooperar con los organismos 

internacionales que conforman el sistema universal de derechos humanos, en base a la 

premisa fundamental de todo Estado Democrático y Constitucional de Derecho que consiste 

en el apego y el respeto incondicional al principio de división de poderes i la independencia 

del Poder Judicial como condición esencial para garantizar la efectivización del respeto en 

materia de derechos humanos:   

“Que entre los propósitos de creación de Naciones Unidas se destaca la cooperación 

internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, 

cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a 

las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma 

o religión. 

Que en 1991, de conformidad con las recomendaciones formuladas en los “Principios para 

la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión”, la 

Comisión de Derechos Humanos creó el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria 

(GTDA), que pasó a formar parte de los procedimientos existentes establecidos por iniciativa 

de la Comisión a fin de garantizar la protección del derecho a la vida y a la integridad física, 

el respeto por la tolerancia religiosa, y otros derechos. 

Que la República Argentina es un Estado Miembro de Naciones Unidas y la provincia de 

Jujuy, como unidad política dentro de la República Argentina, forma parte del Sistema 

Internacional de Derechos Humanos. 

Que la provincia de Jujuy reconoce y destaca el gran esfuerzo que llevan a cabo organismos 

internacionales como lo es el GTDA de Naciones Unidas para garantizar el efectivo 

cumplimiento del respeto en materia de derechos humanos. 

Que la provincia de Jujuy acompaña con firme convicción todas y cada una de las acciones y 

procesos nacionales e internacionales tendientes a la promoción del respeto de los derechos 

humanos en su plena dimensión jurídica, social y económica. 

Que en eje con los lineamientos y estándares internacionales en materia de derechos 

humanos, y en consonancia con las pautas normativas que emanan de la Constitución 

Nacional de la República Argentina, el sistema constitucional de la provincia de Jujuy 

garantiza el sistema republicano de división de poderes, condición imprescindible frente al 

objetivo de lograr la real materialización del respeto por los derechos humanos. 
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Que el Poder Ejecutivo provincial, a través de su organismo competente Fiscalía de Estado, 

es parte querellante en defensa de los intereses del Estado provincial en aquellas causas 

judiciales en que se investigan hechos de fraude a la administración pública –entre otros- y 

que tendrían vinculación con la opinión emitida por el GTDA de Naciones Unidas.  

Que a la luz de lo expuesto por el GTDA en su opinión N° 31/2016, y sin perjuicio de las 

observaciones de las que pudiera ser objeto la misma, teniendo en cuenta que sus 

conclusiones tendrían vinculación directa con la tarea que viene desempeñando el Poder 

Judicial de la provincia en el marco de causas judiciales en las que se investigan hechos de 

corrupción, el Poder Ejecutivo provincial considera oportuno y necesario instruir a Fiscalía 

de Estado a dar cuenta de la existencia de dicha opinión en todas aquellas causas judiciales 

con vinculación con la misma en las que dicho órgano gubernamental actúe como parte 

querellante en defensa de los intereses del Estado Provincial, para su consideración.” 

En su parte resolutiva, el referido decreto ordena: 

“ARTICULO 1: Instruir a Fiscalía de Estado, en su carácter de querellante en los casos que 

se investiguen hechos de corrupción que estuvieran vinculados con la opinión Nº 31 del 

Grupo de Trabajo Sobre Detenciones Arbitrarias de Naciones Unidas, a efectuar 

presentaciones ante los jueces, tribunales y fiscalías respectivas dando cuenta de la 

existencia de la mencionada opinión, a los fines de que los órganos jurisdiccionales 

competentes consideren la precitada opinión respecto de detenciones o resoluciones de 

prisión preventiva dictadas oportunamente en el marco de dichas causas judiciales. 

 

ARTICULO 2º: Dispóngase que Fiscalía de Estado informará al Poder Ejecutivo provincial 

respecto de todas aquellas medidas que los fiscales y jueces competentes dispongan en las 

causas alcanzadas por la opinión emitida por el Grupo de Trabajo sobre Detenciones 

Arbitrarias. 

 

ARTÍCULO 3°: Previa toma de razón por Fiscalía de Estado, publíquese en el boletín 

oficial. Cumplido, vuelva a la Secretaría General de la Gobernación.” 

Con el mismo espíritu de colaboración y respeto hacia el accionar del GTDA de Naciones 

Unidas, el Gobernador de la Provincia ha enviado a los miembros del GTDA, a través de 

Cancillería, una carta formal de invitación a la provincia de Jujuy, con el fin de que efectúen 

una visita institucional, mantengan dialogo con los tres poderes del Estado y tomen contacto 

directo con los diversos actores y sectores de la vida social y política de la provincia. 

Ambos documentos se adjuntan al presente informe y constituyen las primeras medidas y 

acciones que está adoptando la Provincia de Jujuy en relación a la Opinión N° 31/2016 del 

GTDA de Naciones Unidas. 

 

B. Observaciones sobre la opinión N° 31/2016 del GTDA de Naciones Unidas. 
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B.i. Análisis detallado de la Opinión del Grupo de Trabajo  

 

En lo que sigue y al efecto de especificar las observaciones a la opinión del GTDA de 

Naciones Unidas, se lleva adelante un examen pormenorizado de todos los puntos relevantes 

del acápite "Deliberaciones" de la Opinión N° 31/2016.  

En tanto los peticionantes ante esta ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

han esgrimido argumentos coincidentes con algunas de las afirmaciones efectuadas por Grupo 

de Trabajo, se ofrecerá un tratamiento conjunto a los mismos, en instancias de tales 

concordancias.      

 

1- El GTDA manifiesta que “La Sra. Sala fue incriminada básicamente en dos 

expedientes: 

 - En el primer expediente Nº 127785/15 se le acusa por instigación, tumulto, 

entorpecer la circulación y sedición por el acampe, y en consecuencia privada de la libertad 

a partir del 16-01-2016. El 29 de Enero se ordena su excarcelación pero se mantiene 

privada de la libertad por una causa que se abrió un día antes. 

 - El 18 de marzo pero en el marco del segundo expediente Nº 129652/16 se 

promueve acción penal pública en contra de Sala en su carácter de Jefa de una Asociación 

Ilícita y coautora de extorsión y fraude contra la "Discriminación (Administración) 

Pública" . 

La afirmación no se ajusta a la realidad objetiva. 

La Sra. Sala se encuentra investigada además de esos dos expedientes en cuanto menos 6 

otras causas penales, cuatro de ellas radicadas ante la justicia provincial y dos en el fuero 

federal: 

Expediente Nº P-140.750/16, Eduardo A. Fellner (ex Gobernador), Luis Cosentini (ex 

Secretario de Tierra y Vivienda) coautores fraude a la administración pública (Art. 174, inc. 5 

Código Penal) en concurso real con el delito de falsedad ideológica (Art. 293 Código Penal); 

Milagro Amalia Ángela Sala s/ Asociación Ilícita y fraude a la administración pública. 

Expediente N° 2990/12, s/ Tentativa de homicidio agravada por promesa remuneratoria y 

determinación directa. 

Expediente N° 18.487/16, s/ Lesiones gravísimas. 

Expediente N° P-86.175/14, s/ Amenazas, dos hechos en concurso real. 
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Expediente N° 120/11, Justicia Federal, s/ Amenazas y Daños agravados. 

Expediente N° 509/09, Justicia Federal, s/ Enriquecimiento Ilícito, Evasión Fiscal. 

 

2- El GTDA manifiesta que “El Gobierno reconoció que los hechos que configuraron la 

investigación penal por estos delitos surgen de las advertencias sobre irregularidades que 

efectúa en el año 2010 la AGN sobre la utilización de fondos públicos destinados a la 

construcción de viviendas y obras habitacionales.” (considerando 106) 

El GTDA se refiere en ese punto al expediente N° 129.652/16 por Asociación ilícita, 

extorsión y fraude a la administración pública. 

Con esta afirmación se revela que el GTDA carecía de todos los antecedentes de la referida 

causa y del plexo probatorio de la misma, en tanto el fraude a la administración operado y la 

participación de la Sra. Sala en el mismo no surge a partir de “advertencias sobre 

irregularidades que efectuó en el año 2010 la Auditoría General de la Nación”.  

En efecto, el expediente en cuestión, inicia con una denuncia efectuada 9 presidentes de 

organizaciones sociales y cooperativas de trabajo que integraban la R.O.S., denuncia ésta 

efectuada en enero de 2016. 

En ella revelaron el modus operandi utilizado por Milagro Sala y un grupo de colaboradores 

cercanos, para absorber fondos destinados a la construcción de viviendas y mejoramientos 

habitacionales que luego fueron asignados a fines por el momento desconocidos. 

En la investigación se individualizaron los siguientes casos: 

- Julia Gutierrez, Presidente de la Organización Social MOVIMIENTO DE 

CAMPESINOS JUJEÑOS denunció que facturó por $2.189758,52 de fecha  3 de 

diciembre de 2015 en la Municipalidad de Monterrico, luego endoso 21 cheques por 

$50.000 y se los entregó a MARCIA SAGARDIA, pero que no se correspondía con 

ninguna obra que le hubieran adjudicado para su construcción a la Cooperativa Sol de 

América que representaba. Lo hizo porque fue advertida por Milagro Sala que debían 

trabajar como ella establecía pues no recibirían ninguna obra, amenazándola con que 

le pasaría lo mismo que a Cardozo, pues esta persona fue expulsada por la red de la 

Tupac Amaru. En su denuncia la referente social Gutierrez manifiesta: “Cuando me 

llamaban para facturar me decían que lleve una cierta cantidad de personas, 20 o 

30, yo facturaba, endosaba el cheque y en el mismo día alguno de los tres que 

denuncié (Javier Nieva, Mabel Balconte o Marcia Sagardia), se iba con toda la 

gente que yo llevaba al banco, cobraban el cheque y sacaban del banco el dinero en 

bolsas, la cargaban en alguna camioneta y luego llevaban y dejaban en casa de 

Milagro Sala, en el barrio Cuyaya, en la calle Gordaliza…” 
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- Sara Gutierrez, de la Cooperativa Manos a la Obra y Presidente de la Organización 

Social MOJU, firmó un recibo por el monto de $3666000, en noviembre de 2015, sin 

que ella haya recibido ese dinero y lo hizo por directivas de JAVIER NIEVA, quien 

supuestamente cobró dicha suma, en Municipalidad de San Salvador de Jujuy. Lo hizo 

por recibir las mismas amenazas que proferían tanto SALA como NIEVA. 

- Cristian Chorolque, Vocal de la Cooperativa Huellas del Inca y presidente de la 

Organización Social Mariano Vera contó cómo recibió seis cheques, cinco por $50000 

y uno por $ 34000 emitidos por la Municipalidad de El Carmen en diciembre de 2015, 

y luego se los entregó a JAVIER NIEVA quien endosó los cheques para su cobro 

como si fuera el tesorero de la Cooperativa Bruno Alberto Castillo, y afirmó haberlo 

hecho en numerosas oportunidades, por haber recibido amenazas de parte de 

MILAGRO SALA de que si salía de la organización no iba a recibir absolutamente 

nada para su cooperativa, temiendo además a las reacciones de esta  persona. 

Asimismo facturó en distintas fechas según consta a fs.369/372 por el total de 

$4.615.726, y los cheques que recibió se los entregó a JAVIER NIEVA siempre bajo 

amenazas. 

- Leopoldo Jacinto Basualdo, Presidente de la Organización Social AGRUPACIÓN 

LUCHA UNIDA DE DESOCUPADOS denunció que emitió una gran cantidad de 

facturas en distintas épocas, pero específicamente en la factura N°01-398 de fecha 

07/08/15 lo hizo por un  monto de $150000 recibiendo tres cheques de $50000 cada 

uno, cheques 01996911 al 13; esta factura fue confeccionada bajo exigencias de 

Milagro Sala y cuando recibió los cheques se los entregó a Marcia Sagardía, Mabel 

Balconte y Javier Osvaldo Nieva, siendo amenazado por Milagro Sala en las distintas 

reuniones a las que asistió exigiéndole que facturaba por trabajos que nunca realizó 

con su cooperativa, diciéndole “…si no facturas te va a pasar lo mismo que a 

Chorolque,.. vas a ir a pasear al dique..”  refiriendo que lo llevarían al dique para ser 

golpeado. Tambien manifiesta en su denuncia que “…Entonces yo me presentaba al 

Instituto de Vivienda o en los diferentes municipios de la provincia, llevaba mi 

facturero, la llenaban ellos a la factura, ponían los sellos de la cooperativa, les 

entregaba la factura, me entregaban los cheques por el monto facturado, me decían 

que lo endose y se lo entregaba a Mabel Balconte, marcia sagardia o Javier Nieva, a 

veces estaban los tres juntos, otras veces alguno de ellos. Despues de eso teníamos 

que acompañar con gente de la cooperativa al banco, donde se cobraba, se ponía la 

plata en bolsos, los cargábamos en la camioneta de algunos de los tres que 

mencioné, principalmente en la de Javier nieva y de ahí llevaban la plata a la casa 

de Milagro Sala en el barrio Cuyaya, calle Gordaliza, en algunas oportunidades yo 

tuve que ir con mi gente acompañando hasta que llevaban la plata a la casa de 

Milagro…” 

- Américo Celestino Romay, Presidente de la Organización Social PAN Y TRABAJO 

declaró que desde el año 2013 durante las reuniones que organizaba Milagro Sala con 

los cooperativistas siempre elegía a dedo a los cooperativistas y les exigía que 

entreguen las facturas para que ella las llenase y pueda presentarlas en distintos 

organismos y que siempre amenazaba que sino facturan “los voy a hacer cagar”. En 
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esas ocasiones siempre estaba acompañada de otras personas de sexo masculino, como 

seguridad, que rodeaban a todos los cooperativistas. A su vez, indicó que teme por su 

seguridad y denunció que hay personas que siguen el lineamiento de Milagro Sala y 

que andan deambulando por su domicilio, pasan y tiran bombas de estruendo en la 

puerta de su vivienda. 

- Walter Matías Romay declaró que al momento en que su organización social, «Fuerza 

Unida», decidió levantarse del acampe, «después de navidad el 26 de septiembre» de 

2015, él y sus compañeros empezaron a recibir llamados telefónicos intimidatorios 

«de que si no volvíamos a la plaza se iba armar quilombo [v.gr. conflictos].»  En este 

sentido, relató que en una oportunidad que la había desobedecido, la propia Milagro 

Sala le propinó «un chirlo», remarcando que, en aquella oportunidad ésta le dijo 

«tenés un hijo, a mí no me tiembla la pera para ponerte un fierro», haciendo la 

referencia al uso de un arma de fuego. Además describió como Sala le “propinó un 

golpe de puño” a Santiago Hamud, secretario del Partido Comunista. 

- Dora Isabel Silisque declaró «nos decían un día antes que teníamos que asistir a las 

reuniones que se hacían, tanto ir al acampe, si no íbamos nos decían que nos iban a 

quitar el trabajo y si no teníamos que pagar un importe por no asistir… Sabíamos que 

[las dirigentes] recibían la orden de la Sra. Milagro Sala.». También indicó que: «a 

una señora que cuidaba el lugar que era un poco sorda, le gritaban y la insultaban… 

y a otra señora que no podía caminar, la maltrataban verbalmente y la cacheteaban… 

La Sra. Milagro nos dijo que teníamos que estar en Alto Comedero y cuando yo fui la 

delegada me dijo que me tenía que retirar, en ese trayecto yo vi que la Sra. Milagro 

Sala le pegaba piñas en el estómago a los hombres y a las mujeres le echaba agua y 

las insultaba, eran un montón de personas, más o menos, más de cincuenta personas, 

esas personas estaban siendo castigadas por que no la votaban a la Sra. Milagro Sala 

en las últimas elecciones, fueron las elecciones en la que ella tenía que entrar para el 

Parlasur después de octubre del año 2015… estaban siendo castigadas por que 

nosotros éramos los encargados de llevar a la gente a votar y muchos no pudieron 

hacerlo, y ellas nos decían que para eso nos pagaban, eran varias personas las que 

golpeaban y castigaban pero no sé los nombres, pero trabajaban para la Sra. 

Milagro, les decían los monos, y eran la seguridad de Milagro Sala, ellos pegaban 

por orden de Milagro Sala y eran los mismos que estaban en la plaza y cuidaban que 

nadie se vaya, nos tomaban asistencia a cualquier hora, después caía la delegaba y 

nos decía que si nosotros no apoyábamos nos quitaban el trabajo, trabajo que 

cobrábamos por el cajero como capacitadoras… nosotros teníamos que pagar 

banderas, cañas, mesas, la campera, la remera, la gorra, teníamos que pagar 

mensualmente, ellos nos daban la ropa… a veces no nos alcanzaba y podíamos pagar 

en cuotas… y si no pagábamos iban a la casa a hacer problemas.»   

 

Con la misma operatoria descripta en el expediente referido en el punto anterior, cuando los 

montos de los cheques eran superiores a $50.000, los colaboradores de la Sra. Sala 

depositaban los títulos valores en la cuenta de la Cooperativa de Trabajo "Pibes Villeros 

Ltda.", del Banco Nación, perteneciente a la Organización Barrial Tupac Amarú, teniendo el 
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mismo domicilio legal que ésta. Los miembros de la Cooperativa y de la Organización 

Barrial, retiraban el dinero por caja, para luego llevarlo a la sede de la organización y 

entregarlo a la Sra. Sala.  

La existencia de esta Cooperativa, fue puesta en conocimiento de la opinión pública cuando 

salieron a la luz los videos del Banco Nación en donde pueden distinguirse integrantes de esta 

cooperativa, junto a miembros de la Organización Barrial Tupac Amaru, retiraron 14 millones 

de pesos en dinero en efectivo, para luego desplazarlos a vehículos apostados en la puerta de 

la entidad financiera. Estos hallazgos dieron lugar a la apertura del expediente N° P-

131.072/16. Conforme se encuentra acreditado en la causa, los estos cheques correspondían a 

pagos por obras que tampoco se llevaron a cabo, y por las que sin embargo se hicieron 

libramiento de fondos irregulares, desprovistos de instancias control de gestión sobre los 

aspectos técnicos del proyecto. El cheque en cuestión, fue endosado a favor de los miembros 

de la Cooperativa “Pibes Villeros”, quienes depositaron el mismo en la cuenta de dicha 

cooperativa el día 04/12/2015, para luego proceder a su extracción en fecha 09/12/2015. El 

monto percibido no fue asignado al financiamiento de la obra para cuya ejecución estaba 

dirigido, produciéndose un fraude al erario público. 

Dicho expediente y aquel otro considerado por el Grupo de Trabajo en su opinión, fueron 

acumulados destacando que la operatoria desplegada en los hechos en que se apoya la 

plataforma fáctica de esta causa, resulta ser de similares circunstancias (sino idénticas), con la 

diferencia que en estos obrados se detalla de manera precisa el rol que tuvo cada uno de los 

integrantes de la asociación ilícita investigada. Es decir, el hecho puesto a consideración en 

estas actuaciones es una más de las conductas de fraude a la administración pública que 

vienen siendo investigados en las presentes actuaciones, ideados y dirigidos por la Sra. Sala, 

que valiéndose de la figura de las cooperativas nucleadas en la Red de Organizaciones 

Sociales y “lideradas” por la Organización Tupac Amaru, a través de un grupo organizado de 

personas, desplegó una conducta ilícita reiterada, delincuencia organizada, llevando adelante 

un plan sistemático dirigido a vaciar las arcas del Estado, defraudado al erario público, 

utilizando los fondos que debían tener un destino específico (construcción y mejoramiento de 

viviendas) para beneficio propio y/o de terceros, pero ajeno al inicial destino.  

La evidencia colectada en ambas causas determinó que la modalidad de remisión de fondos 

públicos se instrumentó para eludir los controles formales y obtener los fondos públicos, por 

medio del fraude, sin aplicarlos a la construcción y/o mejoramiento de viviendas, tal como 

había sido destinado. 

En la investigación, el Juez de control tuvo por acreditado que la Sra. Sala se desarrolló como 

jefa de un sistema de asociación ilícita para apoderarse de modo ilegítimo de los fondos 

públicos que el Estado entregaba para la construcción y el mejoramiento de viviendas.  
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Comprobó que, a través de pequeñas cooperativas, se recibían recursos provenientes del 

Estado Nacional, que se pagaban por medio de cheques emitidos por el Instituto de Viviendas 

y Urbanismo de Jujuy (en adelante IVUJ) o por las Municipalidades de la Provincia, contra 

entrega de facturas de los cooperativistas. Existe cuantiosa evidencia respecto de los 

mecanismos extorsivos utilizados por la Sra. Sala y sus colaboradores por medio de los cuales 

lograban que los cooperativistas emitan las facturas y luego los despojaban de los cheques, 

que entregaban endosados, lo que permitía su posterior cobro. 

La Justicia encuentra plenamente probado que las obras a la que estaba destinado el 

financiamiento estatal jamás se iniciaron y las cooperativas destinatarias de los fondos 

públicos nunca pudieron ejecutar las obras pues el dinero fue colectado en su totalidad en 

manos de la Sra. Sala, en su domicilio particular, en consonancia con el modus operandi 

acreditado y que se venía ejecutando desde 2008. 

Para tomar dimensión de esto último deben considerarse la reciente imputación promovida 

contra el ex-Gobernador Fellner y funcionarios de alto rango de su administración en el marco 

de la causa N° P-140.750/16 donde la Sra. Sala está imputada como coautora de Fraude a la 

Administración Pública.  

Además de la imputación realizada en contra del ex-Gobernador de la Provincia, Eduardo 

Alfredo Fellner, cabe también mencionar que en el marco de las investigaciones seguidas por 

la comisión de hechos ilícitos perpetrados por la asociación ilícita constituida para defraudar 

al Estado, se ha realizado una imputación en contra de funcionarios de la Municipalidad de la 

Capital, que resultan ser del mismo signo político que el actual Gobierno de la Provincia, lo 

que reafirma la independencia del Poder Judicial de la Provincia de Jujuy, a la vez que disipa 

cualquier atisbo de afirmación que las causas investigadas responden a una motivación 

política. 

De acuerdo las indagaciones realizadas el ex Gobernador y sus colaboradores descentralizaron 

en la denominada Unidad Ejecutora Provincia (UEP), las funciones de monitoreo del IVUJ, 

principal organismo de vivienda de la provincia, y la Justicia investiga la hipótesis de que esa 

maniobra administrativa lo habría sido a los efectos de facilitar veladamente un desmanejo 

administrativo que propició un defalco de proporciones millonarias.   

En efecto, tras un exhaustivo trabajo de campo oficiado por las nuevas autoridades de IVUJ, 

se comprobó que 1836 viviendas a cargo de cooperativas nucleadas por la organización Tupac 

Amaru, jamás fueron construidas, mientras otras 524 otras estaban inconclusas. Sin embargo, 

todas habían sido informadas como completamente finalizadas y fueron íntegramente 

pagadas, algunas de ellas incluso con adicionales de pago (Addendas), los cuales también 

reportaban importantes irregularidades. 
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La suma total de la millonaria defraudación articulada durante 2007 a 2015 entre agentes 

gubernamentales y la Sra. Sala ascendería al monto de 1.200 Millones de Pesos, es decir 

aproximadamente 80 Millones de Dólares Estadounidenses. 

En el marco de estas causas, existen elementos contundentes, no considerados por el Grupo de 

Trabajo, que acreditan la manifiesta impunidad y descontrol a la que estamos haciendo 

referencia. Intendentes, funcionarios de diverso rango y empresarios de la construcción han 

detallado los mecanismos violentos y extorsivos que caracterizaban el accionar de la Sra. Sala 

y el de sus seguidores:  

 Mario Alberto Reynoso, secretario de hacienda del municipio de Perico, expresó “una 

vez realizado el depósito de la U.E.P. [Unidad Ejecutora Provincial] teníamos horas 

para generar el expediente y emitir los cheques de pago, caso contrario éramos 

inmediatamente amenazados por integrantes de la Tupac Amaru con destrozar el 

municipio si no pagábamos inmediatamente, en varias oportunidades donde no se 

llegó con los tiempo por la cantidad de cheques, se reunieron todos los integrantes de 

las cooperativas con más algunos responsables de la Tupac Amaru de Jujuy, 

bloqueando la salida del edificio municipal hasta tanto se abone, no permitiendo al Sr. 

Tesorero y mí retirarnos del lugar con coerción física empujando, golpeando paredes 

inclusive en un momento en que se rechazó una de las facturas de una cooperativa a 

la media hora de informado llegaron veinte personas de Jujuy y se introdujeron con 

violencia en mi oficina amenazando que si no se pagaba iban a destrozar todo.” 

 Alberto Vargas, exsecretario de planificación del municipio de Perico, afirmó al 

respecto: “en una ocasión, porque las cooperativas de la Tupac no cumplían con los 

requisitos documentales, personal bajo la órbita de la secretaría de planificación, 

como el coordinador de la U.E.M. [Unidad Ejecutora Municipal], el Ingeniero Hueda 

y la encargada administrativa Yolanda Urista sufrieron destrozos en la oficina de 

planificación a través de actos de violencia por parte de miembros de la Tupac 

Amaru, con referentes de la sede central de la Tupac.” 

 Ester Yolanda Urista, encargada administrativa de la U.E.M. de Perico, manifestó en 

referencia a ese hecho que: “como no se pudieron realizar los pagos a la cooperativa 

de la Tupac se presentó el referente José Martínez, que si no le pagábamos él nos iba 

a castigar, entonces empezaron ellos a patear la puerta hasta partirlo y colgarse del 

ventilador del techo hasta descolgarlo y también me destruyeron un armario hasta que 

llegado un momento se llenó la oficina cuando arribaron más miembros de la Tupac y 

después no nos dejaban salir ni al coordinador ni a mí, hasta que no les paguemos, 

fuera del horario laboral, parándose en la puerta y llenando la municipalidad de 

miembros siendo más de cincuenta a sesenta personas tomando el municipio, vinieron 

en camiones.” 

 Carina Mabel Argañaraz, Tesorera Gral. de la municipalidad de San Salvador de 

Jujuy se manifestó en el mismo sentido: “...la gente de la Tupac Amaru, se instalaba 

una hora antes de que llegara el cheque, paralizaban la tesorería que estaba a mi 

cargo, con mis empleados cerrábamos la puerta para que no puedan entrar porque 
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todos teníamos miedo(…) como era todo muy violento había que hacerlo ya, y luego 

la UEM me lo recibía de inmediato, no me dejaban salir hasta que no firmaba el 

cheque… eran de la Tupac porque tenían su vestimenta característica, la remera de la 

Tupac, chalecos marrones… desde el año 2007 que entré a la Municipalidad, que 

pasaba lo mismo cada vez que venía un cheque del IVUJ, venía gente de la Tupac 

(…) Una vez que estaba ingresando al Municipio me gritaron los de la Tupac, 

‘APURATE’, a lo que respondí ‘QUE PASA SI NO VENGO YO’, y me dijeron 

‘SABEMOS DONDE VIVÍS, EN LA CALLE COLOMBIA ESQUINA BRASIL EN 

UNA CASA BLANCA DE DOS PISOS’ desde esa época, y aún desde antes, y hasta 

ahora que tengo miedo por esa gente”. 

 Emilio Javier Bustos, coordinador general de la U.E.M. de San Salvador de Jujuy, 

expresó en su indagatoria: “Deseo aclarar que todo proceso vinculado con la 

organización Tupac Amaru, se realizó bajo violencia y coacción… La violencia hacia 

las instituciones de la República y hacia sus funcionarios de todos los poderes, tanto 

provincial como municipal, era una constante." 

 Ex intendentes de los municipios de Palpalá, San Pedro, Libertador General San 

Martín y Monterrico denunciaron a la Sra. Sala afirmando que en todo momento se 

les impedía, “generalmente con actos de violencia física e intimidatorios, el ingreso a 

los lugares de construcción, los que, a su vez, permanecían cercados, vigilados y 

cerrados durante todo el tiempo de duración de las obras”.  Los ex-funcionarios 

señalaron que si bien todo el procedimiento de pago a las cooperativas requería gran 

complejidad “debía realizarse prácticamente en el mismo día, y ello, con la finalidad 

de evitar tomas de edificios, roturas de oficinas y diversos mobiliarios y que quedaran 

funcionarios y empleados como rehenes de los grupos violentos que se agolpaban en 

los sectores de pago.”   

 Rolando Ficoseco, actual intendente de Perico señaló que: “… los intendentes nos 

sentíamos rehenes de la provincia y de la nación en este programa, en lo que respecta 

a la Tupac..."  

 Elsa Flores, actual intendenta de Calilegua, relató la presión ejercida por la las 

organizaciones de la Tupac Amaru, describiendo una ocasión en que fue llamada por 

Sra. Sala quien intimidatoriamente le pidió que le explicara "qué le pasaba con sus 

Cooperativas", poniendo de manifiesto que las mismas “eran para darle trabajo y 

vivienda a la gente” y que le iba a “hacer una pueblada” si continuaba resistiéndome a 

firmar las documentaciones y libramientos. En otras oportunidades, continuo la 

intendenta, "concurrían directamente las dirigentes de la Sra. Sala y miembros de la 

organización Tupac Amaru, con idéntica finalidad, es decir, “intimidarme para lograr 

la firma de los instrumentos que ellos necesitaban para obtener los recursos para su 

organización.” En todas esas oportunidades, afirmó la intendenta ser amenazada de 

que si no firmaba los documentos que venían completamente predeterminados iban a 

“quemar el Municipio”. En este sentido, en el mes de Octubre de 2015, luego que 

resultara electa en su tercer mandato, “toda le gente de Sala se reunió frente a la plaza 

del Municipio gritando y amenazando de ingresar al mismo y quemarlo, arrojando 

bombas de estruendo en las puertas del edificio de la intendencia.”   
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También empresarios de la construcción dieron testimonios de la impunidad y el desgobierno 

del que se favorecía la Sra. Sala en el manejo de los fondos para la construcción de viviendas:  

 El Sr. Alberto Villanueva, Presidente de la Cámara Jujeña de la Construcción en los 

años 200, describió cómo, en 2008, luego de una publicación de una solicitada en el 

diario local en contra una ley que favorecía a las cooperativas, recibió una llamada 

telefónica a su celular por parte de la Sra. Milagro Sala, quien lo insultó y amenazó de 

muerte, hechos que denunció oportunamente ante el juez Aróstegui. Villanueva señaló 

que aunque radicó oportunamente su denuncia, jamás fue citado a declarar y no tuvo 

más noticias de su presentación. Más aún, en su testimonio, el Sr. Villanueva señaló, 

que días después de la amenaza telefónica un grupo de unos 60 o 70 personas de las 

cooperativas ingresaron ilegalmente al edificio donde funciona la Cámara de la 

Industria "insultaron, pintaron con aerosol la vidriera", para continuar en el edificio de 

la Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina, sede Jujuy, donde los 

cooperativistas continuaron con sus característicos desmanes y destrozos. 

 En el mismo sentido se pronunció el Sr. Carlos Savio, presidente de la Cámara de la 

Construcción Argentina, sede Jujuy, quien remarcó que en reiteradas ocasiones las 

organizaciones lideradas por la Sra. Sala tomaban “por la fuerza” las instalaciones del 

Instituto de Vivienda y Urbanismo de Jujuy (en adelante IVUJ), reclamando 

violentamente se procediera a la inmediata tramitación y pago de los fondos 

destinados a los planes de viviendas. Al describir las características de estas 

ocupaciones forzadas, el Sr. Savio señaló que las mismas tenían tal magnitud que 

requerían el desalojo del personal del organismo, impidiendo el normal 

desenvolvimiento de la institución. Savio remarcó que el personal del organismo solía 

recibir amenazas a su integridad física por parte de los cooperativistas, al efecto de que 

se proceda a liberar los desembolsos y/o a dar trámite a sus solicitudes. 

 

La mecánica llevada adelante por los integrantes de las cooperativas para que emitan facturas 

y entreguen los cheques endosados requirió de un dominio logístico complejo (concentración 

y traslado de los cooperativistas a los bancos respectivos). La organización para el 

apoderamiento de los fondos se estructuró en tres lugares distintos de la Provincia: San Pedro 

de Jujuy; San Salvador de Jujuy y Palpalá. En un inicio se llevaba a los cooperativistas al 

banco para que presenten las facturas. Con el tiempo, debido al crecimiento del flujo de 

dinero, esa operatoria no se pudo mantener. Por lo que se decidió simplificar los trámites para 

hacerse del dinero y se bancarizó una sola cooperativa, la denominada Pibes Villeros. De este 

modo, todo el flujo de dinero se transmitió por la cuenta única de aquella cooperativa y luego 

se retiraba del banco y se enviaba a la casa de Milagro Sala, en la calle Gordaliza 1711, de la 

ciudad de San Salvador de Jujuy. 

La falta de realización de las obras pudo ser acreditada por los expedientes administrativos, en 

donde se acreditó que en ninguno ellos se adoptaron los recaudos legales previstos al efecto.  

En la casa de Milagro Sala se secuestró la siguiente prueba:  
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 Una máquina de contar dinero;  

 Todos los libros contables e inventario, en original, de todas las cooperativas; 

 Dos valijas que se utilizaron para transportar dólares –tal como fue reconocido por 

perros adiestrados-; 

 El acta constitutiva de la cooperativa Pibes Villeros, que es la que se utilizó para 

unificar las cuentas bancarias, en donde se depositaron fondos millonarios. 

 A su vez, la disposición de fondos personales de Milagro Sala, sin modo de 

justificar, se pudo acreditar mediante el recibo, por el que su marido, pago el 

alquiler anticipado por un año calendario (con vencimiento en junio de 2017) de 

cuatro domicilio en el centro de Buenos Aires, por la suma de $876.700.  

 

Por otra parte, el Instituto de Vivienda y Urbanismo de Jujuy efectuó un acta de constatación  

en donde pudo acreditarse las obras que se pagaron pero nunca se realizaron. A su vez, se 

recibieron las siguientes testimoniales: 

 Miriam Neumeyer, funcionaria del IVUJ dijo que no había controles técnicos de 

las obras. 

 Dra. Calizaya, abogada de IVUJ, indicó la existencia de presiones por parte de las 

cooperativas y por ese motivo no efectuaban dictámenes legales ni efectuaban 

opinión alguna. 

 

Muy estrechos colaboradoras de Milagro Sala, indicaron en sede judicial, en presencia de sus 

defensores y los de aquélla, que le entregan en su casa, entre uno y dos millones de pesos 

todos los meses. A su vez, en diciembre de 2015, admitieron haberle llevado 14 millones en 

una sola oportunidad, que correspondían al Plan Mejor Vivir II, dinero que también fue 

entregado en bolsos, en la casa de Milagro Sala. A saber:  

 Mabel Balconte, diputada provincial e integrante de la cooperativa pibes 

villeros:“…la plata esa que retiro de los bancos en diciembre del 2015, 

correspondía al plan “Mejor Vivir II” y era la misma plata que se lleva en bolso a 

la casa de Milagro Sala en la calle Gordaliza. Las personas que cobraron todo 

ese dinero, lo cobraban, los entregaban a las chicas que menciónó hace un rato 

(refiriéndose a Aizama, Jaldín, Díaz, Shakira) y se iban a su casa. La operatoria 

en donde la gente cobraba y llevaban la plata a la casa de Milagro, estaba 

arreglada de antes y todo el año se hizo así, ella (por Milagro) iba al Instituto de 

Vivienda y ahí hablaba con Armando Berruezo, o lo hablaba ella o lo hablaba 

Lucio y decían que tenía el Ministerio tomado para que se destrabe el conflicto. 

En definitiva la operatoria la arreglaba Milagro, ella era la que decidía. Se reunía 

con la gente del IVUJ para ver la forma de pagos de eso cheques, porque ella 

(Milagro) llamaba a todos para ir y Milagro decidía a que cooperativa se iba a 

facturar. Los presidentes de las cooperativas sabían previamente que no iban a 

recibir la plata, por eso algunos tenían problemas con sus contadores. Si se 
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negaban a cobrar eran amenazados y extorsionados con que no se les iba a 

entregar nada y que les iba a pasar lo mismo que a Diego Cruz y Martin Cardozo, 

a ellos se les quitaba las obras, las mercadería y la capacitación, esas amenazas 

las realizaba directamente Milagro Sala….”. 

 Olga Tufinio:“…yo vengo a decir la verdad, que yo firmé los cheques que 

retiramos del IVUJ, creo que por un valor $ 130.000, por ampliación de cuatro 

habitaciones, porque yo era presidente de obra “COOPERATIVA JALISCO”, 

perteneciente a la organización Tupac Amaru. Siendo  Mayo de 2015 retiramos el 

último cheque, yo no facturaba, yo no hacía factura, teníamos una tesorera que 

hacia los talonarios de las facturas en la sede de la Alvear de la Tupac Amaru, a 

la tesorera le decían “YAYITA”, ella nos llamaba e íbamos con ella al IVUJ. Ahí 

ella llevaba el talonario de facturas y el sello, y ahí ella hacía la factura la sellaba 

y la entregaba y yo firmaba y se la entregaba a ella y ella se lo llevaba adentro del 

IVUJ, y después nos entregaban los cheques por ventanilla y ahí YAYITA nos 

hacía endosar los cheques y se lo entregábamos de vuelta a ella y después yo me 

iba a mi casa y no sé qué hacía ella con los cheques. Yo no sé qué más hacían, yo 

soy portera del German Abdala y yo me iba a hacer mi trabajo, yo firmaba y hacía 

esto porque siempre tuve miedo de que me dejen sin trabajo, tenía pánico, que me 

deje sin vivienda, yo le tenía miedo a Milagro Sala, yo sabía de otra gente que la 

sacaban de las casas, del trabajo y los dejaban desamparados totalmente, por eso 

tenía miedo …”. 

 Natalia Bazan:“...La operatoria fue siempre la misma, cuando se cambiaba el 

efectivo iban los chicos de finanzas y se lo llevaban en un principio a la casa de 

una de las que eran de finanzas, pero cuando tuvieron problemas con Milagro se 

comenzó a llevar la plata a la casa de Milagro. Siempre fue el mismo proceso, en 

todas las localidades iban los chicos de finanzas de acá de Jujuy, retiraban la 

plata y la traían a la casa de Milagro…”. 

 Mirta Rosa Guerrero (Shakira) declaró que integró el grupo de seguridad que se 

destinaría a custodiar el dinero extraído del interior de la provincia… Libertador, 

San Pedro y Perico. Que ese era uno de sus trabajos, y que entre 2014 y 2015 

Mirta Aizama o Gladis Diaz la llamaba una o dos veces al mes para decirle a que 

localidad tenían que ir a buscar los bolsos con dinero, en el interior o en capital. 

Que los bolsos con dinero eran llevados a la casa de Milagro Sala o a la Sede 

Central de la Tupac Amaru. Que puntualmente el día 09 de diciembre de 2015 

Mirta Aizama y Gladis Díaz, la mandaron al Banco Nación de calle Alvear esquina 

Necochea de ésta ciudad, para que custodie el traslado de dinero en bolsos. Que 

junto con Patricia Cabana y Miguel Angel Sivila cargaron entre seis y ocho bolsos 

llenos de dinero a los vehículos y los llevaron a la sede central, hasta el segundo 

piso, donde Gladis Diaz y Mirta Aizama vaciaron los bolsos, y los llenaron con 

plásticos y sábanas para que aparentara que salían de nuevo con los bolsos llenos, 

para luego salir nuevamente de la sede, ya sin el dinero. También manifestó que 

cuando custodiaban el dinero desde la casa de Milagro Sala hasta la sede central de 

la Tupac, salía el dinero en bolsas plásticas que tenían escrito el monto y el sector 
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para el que iba destinado cada paquete, alrededor de 26 a 30 paquetes de 

aproximadamente 40 o 50 centímetros. 

 Patricia Margarita Cabana, reconoció que en ningún caso se utilizaron los fondos 

para la construcción y mejoramiento de viviendas. 

 

 

3- El GTDA afirma que “Resulta sorprendente para este Grupo de Trabajo que diversas 

personas en 2016 han presentado denuncias penales por hechos que el Estado Argentino 

supuestamente tenía conocimiento desde 2010 a partir de una auditoría y que sus efectos 

legales y procesales surtan efectos justo en el contexto en el que la señora milagro sala 

participa en una protesta social pacifica, particularmente un día después de que un juez 

estuviera por determinar su excarcelación”. 

Como recién se señaló, el considerando 106 constituye una premisa carente de todo respaldo 

fáctico. Sin embargo, a partir de ella el grupo el Grupo de Trabajo es inducido al error por 

parte de los informes de los peticionantes y en consecuencia, continúa razonando falazmente. 

Como se informó en el punto anterior, la investigación penal no se produjo a partir de un 

informe de la Auditoría General de la Nación del año 2010, sino a partir de denuncias 

efectuadas por 9 Presidentes de Organizaciones Sociales y Cooperativas que formaban parte 

del R.O.S., en enero de 2016. 

Por lo tanto, el asombro del GTDA parte de un dato que no se corresponde con la realidad de 

las investigaciones en curso. 

El informe de la AGN no tiene efectos legales ni procesales pues no fue el punto de partida de 

ninguna investigación jurisdiccional. Simplemente constituye una documentación más de los 

cientos de informes, documentos, testimonios y otros medios probatorios que respaldan la 

investigación jurisdiccional de la comisión de un delito. 

 

4 – Afirma el GTDA que “Llama la atención también a este Grupo la información 

recibida acerca de que una de las personas que denuncian a Sala expreso que el testimonio 

lo ofreció por presiones y amenazas al parecer porque dos de sus hijos están vinculados a 

delitos similares y respecto de quienes no se ha consecuencias penales en su contra”. 

El argumento fue aportado por los peticionantes, y sin duda alguna que llama poderosamente 

la atención. 

Los peticionantes estarían insinuando un hecho de suma gravedad: que existió presión del 

Gobierno sobre una persona determinada. 
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Cabe resaltar en este punto que resulta una simple afirmación de los peticionantes, que no se 

sustenta en ninguna constancia ni prueba que acredite tal extremo, sino simplemente en un 

artículo periodístico. 

Frente a esta situación, llama la atención sobre que bases el GTDA le atribuye la veracidad y 

fuerza convictiva al punto de incluirlo en sus deliberaciones. 

La defensa de la Sra. Sala intentó deslegitimar el testimonio de Mabel Balconte, pretendiendo 

que había sido de algún modo presionada. Sin embargo, ni ella ni su defensa nunca lo 

indicaron en ninguna instancia judicial y, tal como se transcribió, sus dichos fueron ratificados 

por otros antiguos colaboradores de Milagro Sala, que confirmaron de modo completo toda la 

operación. 

El Gobierno de Jujuy ya ha cursado formal invitación al GTDA para que visiten la provincia 

de Jujuy y puedan tener contacto directo con esa persona y con todos aquellos actores y 

sectores de la vida social y política de la provincia. 

 

 

5- En opinión del Grupo de Trabajo “la detención de la señora Milagro Sala fue 

arbitraria ya que se dio como resultado del ejercicio de sus derechos humanos reconocidos 

en los artículos 19 y 21 del Pacto internacional de derechos civiles y políticos así como en 

19 y 20 de la declaración universal de derechos humanos”. 

Nuevamente, inducido por el direccionamiento de las afirmaciones de los peticionantes, el 

GTDA entiende que la Sra. Sala se encuentra privada de su libertad como consecuencia del 

ejercicio de su derecho a la protesta y la libertad de expresión. 

Conforme surge de los informes emitidos por el Poder Judicial de la provincia de Jujuy, 

podemos concluir sin hesitación alguna que la Sra. Sala se encuentra privada de su libertad 

con motivo de una medida cautelar de Prisión Preventiva dictada en el marco de la causa 

penal por asociación ilícita, extorsión y fraude a la administración pública, ya señalada en el 

punto 2 del presente informe. 

 

6 - El Grupo de Trabajo afirma que “pudo constatar que a la señora Sala se le obstaculizó 

el derecho de defensa jurídica por diferentes medios, como por ejemplo la notificación 

deficiente de los delitos por los que se le acusaba, la falta de precisión y de claridad de los 

hechos que se le imputaron” y que “Ademas  el grupo de trabajo no fue convencido que los 

elementos legales para determinar que la detención o prisión preventiva de la señora Sala 

se cumplieron conforme a la normativa aplicable y no se recibió información satisfactoria 
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que constate que las autoridades acreditaron fehacientemente dichos elementos legales por 

el Juez de control.”.   

En este punto, en tanto el Grupo de Trabajo acoge casi de manera literal las alegaciones de los 

peticionantes, por lo que podemos efectuar una observación conjunta a ambos escritos, 

considerando por separado las distintas cuestiones involucradas.  

Antes de ello, debe señalarse algunas relevantes cuestiones procesales generales que fueron 

pasadas por alto tanto por el Grupo de Trabajo como por los peticionantes.  

Las mismas resultan orientativas al momento de considerar tanto las pretendidas afectaciones 

del debido proceso y del derecho de defensa, como los cuestionamientos respecto del dictado 

de las medidas privativas de la libertad. 

Surge de las constancias de los expedientes judiciales en trámite que durante todo el proceso 

se brindó a la Sra. Sala y a su defensa amplias oportunidades de controlar todos y cada uno de 

los actos procesales.  

Sus abogados estuvieron presentes en todos los actos de producción de prueba —

testimoniales, allanamientos y declaraciones de co-imputados.  

Todas sus impugnaciones fueron debidamente atendidas y jamás se presentó reclamo alguno 

de que se le hubiera impedido el acceso a las actuaciones. 

Cabe subrayar que los abogados de la Sra. Sala jamás propusieron —hasta ahora no lo han 

hecho— ninguna prueba en su defensa y/o brindaron algún argumento tendiente a 

desvincularla de los hechos por los cuales resulto imputada, en cada una de las 

investigaciones en curso. 

Por el contrario, en la causa N° P-129.652/16, analizada por el Grupo de Trabajo, la defensa 

interpuso una gran cantidad de impugnaciones.  

Cinco de ellas, luego de ser rechazadas por el juez de la causa, fueron declaradas desiertas, en 

tanto no fueron impulsadas por la defensa en la segunda instancia, tal como lo requiere el 

Código Procesal Penal de la Provincia, por lo que fueron consentidas por la Sra. Sala y se 

encuentran firmes.  

Sólo una de ellas, referida a los pretendidos privilegios parlamenterios fue debidamente 

promovida por la defensa ante el tribunal de alzada, obteniendo, no obstante, un resultado 

adverso de la Cámara de Apelaciones.  

En definitiva, la estrategia de litigio de la defensa de la Sra. Sala pareciera ser la de utilizar el 

sistema internacional, como una suerte de bypass a las reglas procesales locales, reclamando, 

a partir de ello, una intervención foránea que sin perjuicio de su legitimidad como instancia 
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jurisdiccional supranacional –para el caso de la CIDH-, se ve desprovista, por su lejanía, de 

las posibilidades de conocer la complejidad e integridad de los hechos investigados. 

También alegando una supuesta afectación del derecho al debido proceso, los peticionantes 

afirman que la Sra. Sala fue detenida por tres hechos delictivos, mientras al momento de ser 

indagada se le hizo saber la existencia de uno sólo. Cabe señalar que esta circunstancia dio 

lugar a uno de los planteos de nulidad de la defensa, el cual resultó oportunamente rechazado 

por el juez de la causa, en el expediente de incidente de nulidad P-129653/IX/16 de fecha 

8/03/16. En estos obrados, no obstante el magistrado reconoce la existencia de una omisión 

involuntaria por parte del Ministerio Público Fiscal, la circunstancia fue inmediatamente 

subsanada por este organismo, destacando que entre la primer indagatoria y la segunda, luego 

de enmendarse el defecto, no se produjo la incorporación de nuevas pruebas que pudieran 

haber redundado en un perjuicio concreto a la imputada. En efecto, tal como lo considera el 

juez de la causa:  

luego del pedido de ampliación de indagatoria realizado por el Ministerio Público 

Fiscal, comenzaron presentaciones por parte de la defensa de Sala, planteando 

nulidades de actos en particular o de todo lo actuado en los obrados, así como 

recursos de apelación, que provocaron que el expediente judicial sea requerido por 

la Cámara de Apelaciones y Control; es decir que en la causa no se produjo ninguna 

medida de prueba u otra disposición procesal que vulnere alguna garantía de la Sra. 

Sala. Resulta llamativo que el letrado que participó en todos y cada uno de los actos 

llevados a cabo, que tuvo acceso y copia de las actuaciones y cuestionó cada uno de 

los pasos que se dieron en la investigación, provocando con ello la paralización de 

la misma (no se pudo avanzar en las declaraciones de los encartados por estar el 

expediente judicial en la alzada), ahora invoque un perjuicio porque no se hace 

comparecer a su defendido. En esta causa la omisión puede ser subsanada mediante 

la correspondiente ampliación de la declaración sin que sea necesario el dictado de 

la nulidad del acto y mucho menos la nulidad de la órden de detención porque no 

hay un perjuicio concreto e irreparable (la encartada se abstuvo de prestar 

declaración y no se ordenó ninguna medida de prueba posterior a ese acto).»1   

Cabe remarcar que después de que el juez evacuara el planteo de nulidad, el mismo fue 

recurrido por la defensa ante el tribunal de alzada, aunque el recurso fue declarado desierto, 

por cuanto la defensa no compareció en término ante ese tribunal para impulsar el trámite de 

la apelación, conforme lo requiere el Código Procesal Penal en los Artículos 452 y 453. 

Omisión que en modo alguno puede endilgarse al sistema de administración de justicia. 

 

                                                           
1 Expediente de incidente de nulidad P-129653/IX/16, sentencia de fecha 8/03/16.  
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7 – El GTDA afirma que “constató que integrantes de la ROS, desde el 14 de diciembre de 

2015 se manifestaban a través de un “acampe” en la Plaza Belgrano en la Ciudad Capital 

de la Provincia de Jujuy. Dicha protesta social pacífica surgió en reacción a la expedición 

del Decreto N° 403-G-16 relativo a un plan de transparencia, re-empadronamiento de 

cooperativas y bancarización de planes sociales” 

El GTDA, afirma que los decretos relativos a un plan de transparencia, re-empadronamiento 

de cooperativas y bancarización de planes sociales fueron los motivos por los cuales la Red de 

Organizaciones Sociales realizó el acampe desde el 14 de diciembre de 2015. Debe acotarse 

que, si bien el acampe empezó en esa fecha, debe puntualizarse que el decreto N° 403-G-2016 

es de fecha 12 de enero de 2016, por lo que no es exacto que el acampe tuviera como motivo 

un decreto dictado casi un mes después de empezado el acampe.  

El decreto referido, tiene como finalidad garantizar a los beneficiarios de planes sociales el 

cobro íntegro de las prestaciones a través del sistema bancario, evitando que se pueda ejercer 

cualquier tipo de presión sobre dichos beneficiarios, requiriéndoles otras prestaciones por 

fuera de las que exige la ley, garantizándoles de esta forma, el respeto por sus derechos 

personalísimos y su dignidad como personas. Al eliminarse la figura del intermediario, los 

beneficiarios reciben directamente del Estado la ayuda destinada a satisfacer sus necesidades 

humanas primarias, sin que estos intermediarios puedan retener parte de los beneficios, exigir 

otras contraprestaciones, o excluir en forma arbitraria y discrecional a quienes no cumplan 

con sus designios. Por otro lado, la regularización de las Cooperativas, significa para el 

Estado, un mayor control en la distribución de fondos públicos destinados a la construcción y 

mejoras de viviendas, evitando que se puedan sustraer dichos fondos en perjuicio de la 

comunidad entera. 

Por ello, los decretos de regularización y bancarización responden a la necesidad de 

restablecer el respeto por la dignidad de los beneficiarios de planes sociales, evitando su 

degradación por la actuación de intermediarios, a la vez que significa que la Provincia de 

Jujuy, en el manejo de fondos estatales, se ajusta a las recomendaciones internacionales que 

luchan contra el lavado de activos de origen ilícito, en especial de delitos de narcotráfico, 

tráfico de armas y trata de personas. 

 

8 – El GTDA afirma que “Además, en contravención a las disposiciones legales arriba 

citadas por las partes, pareciera que uno de los argumentos centrales del gobierno para 

justificar la detención la detención preventiva se basada en la gravedad del delito y no en 

las circunstancias personales de la persona sospechosa, particularmente el riesgo de fuga o 

de que pueda afectar las pruebas o el buen desahogo del proceso penal” y que “El gobierno 

presento al Grupo de Trabajo argumentos dogmáticos que reiteraban el contenido de las 

normas aplicables, lo cual impidió que se pudiera constatar que se trató de una medida 
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individualizada, razonable y necesaria para impedir la fuga o alteración del proceso”. 

Al momento del dictado de la prisión preventiva, el juez de la causa ponderó un importante 

bagaje de prueba instrumental, documental, de informes y testimoniales, todas las cuales 

fueron descriptas en su valor probatorio para establecer la plena prueba de la existencia de los 

hechos y la semiplena prueba de la culpabilidad de la Sra. Sala en la participación de los 

mismos, conforme surge de las constancias de la causa.  

Es justamente por este motivo que se solicita la visita del GTDA a la provincia, para que tome 

contacto directo con los expedientes y las autoridades jurisdiccionales si así lo quisieren, pues, 

más allá de lo que el Gobierno haya informado allá por abril de 2016, lo cierto es que no es el 

Poder Ejecutivo ni el gobierno quien dispone estas medidas jurisdiccionales, sino el Poder 

Judicial, como ocurre en todos los países civilizados de nuestro planeta, acogidos al sistema 

universal de derechos humanos. 

Así por ejemplo, al merituar la evidencia colectada en la investigación jurisdiccional, al 

momento de considerar el presunto fraude a la administración pública, se señala que de esa 

evidencia «se desprende que se percibieron montos dinerarios y las obras no se 

efectuaron. Cabe destacar que las obras estaban a cargo de cooperativas que integraban 

la Red de Organizaciones Sociales, las que a su vez respondían a su principal referente 

Tupac Amaru, que como es público y notorio, estaba liderada por Milagro Amalia 

Ángela Sala, quien conforme surge de la convergencia de elementos de prueba... las 

obras no se efectivizaron porque el dinero percibido era reunido y entregado a Sala. De 

esta forma quedo acreditado el perjuicio a la administración pública.(...) De las 

constancias de autos surge que, distintas municipalidades pagaron sumas de dinero sin 

que haya podido acreditarse en cada uno de los expedientes administrativos, la 

documentación relativa a la construcción de viviendas como ser: acta de inicio de obra, 

certificación de avances de obra o certificado de finalización de obra, por lo que se 

acreditó que las obras, no existían. (...) Los pasos administrativos para el trámite 

reglado, con el objeto de obtener los pagos y poder contar con fondos para efectuar las 

obras eran los siguientes: nota al directorio del IVUJ solicitando la adjudicación de una 

obra, aprobación de dicho directorio, la obligación de adjuntar documentación técnica y 

listado de beneficiarios... En todos y cada uno de los expedientes que se agregan como 

prueba a las denuncias de autos se advierte la ausencia de la documentación aludida, 

iniciándose cada uno de ellos directamente con la firma del convenio entre el IVUJ y la 

cooperativa a pesar de no contar con el acta de inicio de obra que es el paso que habilita 

el pago de financiación de obra.»2 

                                                           
2 Expediente de referencia, Auto de Prisión Preventiva, Fjs. 4664. 
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En este orden, remitiéndonos al informe elevado ya por el Ministerio Público de la Acusación, 

cabe también considerar la afirmación en cuanto a que el auto de imputación "utiliza en forma 

reiterada declaraciones de otros imputados en el proceso, que incluso comparten casi 

idéntica imputación con Milagro Sala."  

Al respecto, debe decirse que esta afirmación no se ajusta a la realidad en tanto no se verifica, 

por parte del juez tal recurrente apelación a los dichos de los imputados, sino por el contrario, 

resulta ostensible en el auto de imputación que el magistrado evalúo una importante cantidad 

de testimonios, los cuales concuerdan con el análisis de los expedientes administrativos, la 

operatoria bancaria para el retiro de dinero en efectivo y una efectiva ausencia de las obras a 

las cuales el dinero estaba destinado a financiar. En todo caso, esta prueba instrumental, 

documental y testimonial converge, tal como lo señala el juez, con algunas de las 

afirmaciones hechas por los imputados, como resulta claramente del auto de prisión 

preventiva a fs. 4666 vta. 

Asimismo, al igual que los peticionantes, el GTDA afirma que el auto de prisión preventiva 

no menciona ni especifica los delitos establecidos en el Código Penal que motivan el dictado 

de esta medida preventiva, señalando además que esa resolución jurisdiccional tampoco se 

citan las disposiciones procesales aplicables. Con ello se pretende afirmar que la ausencia de 

satisfacción de estos requisitos formales termina impactando severamente en las posibilidades 

de la Sra. Sala para ejercer su derecho de defensa.  

Respecto de estos asuntos, debe comenzar por señalarse que el Artículo 320 del Código 

Procesal Penal de la Provincia de Jujuy, citado expresamente en el auto de prisión 

preventiva (Punto 1, in fine) establece cuáles son los requisitos formales que debe 

contener el auto de prisión preventiva, bajo pena de nulidad.  

Estos requisitos son: (i) los datos personales del imputado; (ii) una sucinta enunciación de los 

hechos; (iii) los fundamentos de la decisión; (iv) la calificación legal del delito, con cita de las 

disposiciones aplicables; y (v) la parte resolutiva.  

Contrariamente a lo sostenido por el Grupo de Trabajo y los peticionantes, todos estos 

recaudos se encuentran satisfechos en el auto de prisión preventiva.  

En efecto: (i) los datos personales de la imputada se encuentran en el apartado primero de los 

«Considerandos», a fjs. 4664; (ii) la relación sucinta de los hechos se encuentra en los 

«Resultandos», a fjs. 4663-4664; (iii) los fundamentos de la decisión se encuentran en los 

puntos V, VI y VII de los «Considerandos», a fjs. 4667vta.-4670; (iv) la calificación legal del 

delito, con cita de la normativa legal aplicable se encuentra en el punto II de los 

«Considerandos», a fjs. 4665 vta.; y finalmente, (v) la parte resolutiva se encuentra a fjs. 4671 

vta.-4672.  

Sobre este asunto, debe resaltarse que el análisis de los hechos, la merituación de la 
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prueba y la valoración de los requisitos procesales previos al dictado de las medida de 

restricción de libertad, fueron examinados en 5 oportunidades, 3 por el propio juez de 

control3 y luego revisados en otras 2, por el tribunal de alzada4, en virtud de respectivos 

recursos de apelación interpuestos por la defensa respecto de la detención y la prisión 

preventiva. Más aún, en lo que aquí respecta, el juez que dictara la prisión preventiva de 

la Sra. Sala, al momento de fundarla, discurre en una argumentación respecto de la 

"razonabilidad", "proporcionalidad" y "excepcionalidad" de la medida, ello en línea a 

la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y los estándares 

internacionales en la materia.   

Tal como se desarrolló de modo extenso en una presentación anterior, el encarcelamiento 

preventivo de Milagro Sala responde a una actuación legítima e independiente del Poder 

Judicial de la Provincia de Jujuy, por hechos de corrupción y circunstancias procesales que la 

justificaron.  

En este sentido, resulta relevante aclarar que el Código Procesal para la Provincia de Jujuy 

(CPP) expresamente prevé que en la aplicación de medidas de coerción personal se debe 

cumplir con los estándares internacionales de derechos humanos.  

Para el caso de la libertad ambulatoria se establece, con cita a normas de carácter 

convencional y constitucional, que sólo que podrá ser restringida de modo excepcional, por 

las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las leyes dictadas en su consecuencia 

bajo las formas o procedimientos prescriptos en ellas, siempre bajo control judicial y en los 

casos que las mismas prevén, fuera de los cuales la detención o prisión preventiva serán 

descalificadas por ilegales y aún por “arbitrarias”, dando incluso lugar a indemnización. 

Asimismo, también se prevé que, cuando estas privaciones de libertad se ordenaren 

legítimamente, deberán ejecutarse con el respeto debido a la dignidad inherente a la persona 

humana  (aun cuando se admite que resulta un aspecto que en la práctica todavía sigue siendo 

una aspiración) y que no podrán exceder un tiempo razonable de duración -confr. Nota 143 

del CPP. 

Concretamente, cuando “hubiere motivo suficiente para sospechar que una persona ha 

participado de la comisión de un hecho punible”, el art. 308 del CPP prevé la posibilidad de 

que se ordene su detención, por auto fundado, siempre que concurran las siguientes hipótesis: 

“…1. Si se tratare de delitos de acción pública reprimidos con pena privativa de la liberta y no 

                                                           
3 (1) Expte. de referencia, orden de detención a fjs. 473-481, de fecha 26/01/16; (2) Incidente de Cese de 

Detención a favor de Milagro Amalia Ángela Sala, P-129652-I-16, sentencia de fecha 15/02/16; (3) Expte. de 

referencia, Auto de Prisión Preventiva, de fecha 28/04/16.    

4 (1) Expte. N° C-20/16, caratulado "Recurso de Apelación Interpuesto... en Expte. N° , P-129652-I-16...", 

sentencia de fecha 29/03/16; (2) Expte. N° C-121/16, caratulado "Recurso de Apelación Interpuesto... en Expte. 

N°  P-129652", sentencia de fecha 2/09/2016. 
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aparezca procedente, prima facie, la condena de ejecución condicional (artículo 26 del Código 

Penal). 2. Cuando procediendo la condena condicional, hubiere vehementes indicios de que el 

imputado tratará de eludir la acción de la justicia o entorpecer su investigación…”. La orden 

será escrita, contendrá los datos personal del imputado u otros que sirvan para identificarlo y 

la indicación del hecho que se le atribuya. Deberá ser notificada en el momento de ejecutarse 

o inmediatamente después. 

También el CPP regula la prisión preventiva. En cumplimiento con lo estipulado por la 

Constitución de la Provincia –artículo 27, numeral 2, la misma sólo puede dictarse basado en 

plena prueba de la existencia del delito y estar acreditada por semiplena prueba la 

culpabilidad del imputado, tal como lo establece el art. 318 del CPP.  

La cesación de la prisión preventiva, prevista en el art. 321 del CPP, se dispone cuando: 1. 

Nuevos elementos de juicio demostraren que no concurren los motivos previstos para su 

procedencia; 2. La privación de la libertad no fuere absolutamente indispensable para 

salvaguardar los fines del proceso; 3. Estimare prima facie que al imputado no se lo privará de 

su libertad, en caso de condena por un tiempo mayor al de la prisión sufrida, aún por 

aplicación del artículo 13 del Código Penal; 4. Su duración excediere de dos años sin que se 

haya dictado sentencia. Este plazo podrá prorrogarse hasta un año más cuando se trate de 

causas de evidente complejidad y de difícil investigación. La prórroga deberá solicitarse ante 

el Superior Tribunal de Justicia, con los fundamentos que la justifiquen. 

De modo coherente con el sistema establecido, dada la relevancia del derecho fundamental 

intervenido5 y por imperio del principio de inocencia6, la justificación de la prisión preventiva 

tiene en el CPP carácter excepcional, tal como dispone el PICDCP  art. 9.3. –confr. Nota 144 

del CPP. 

Existen acreditados en el expediente, numerosos indicios objetivos respecto de la posibilidad 

de entorpecimiento de la investigación por parte de la imputada Sra. Sala, en caso de llevarse 

adelante la investigación con la imputada en libertad. Estos indicios a que se hace referencia, 

son los argumentos del Ministerio Público de la Acusación que tuvo en miras al momento de 

resolver el incidente de cese de detención. Allí, el Sr. Agente Fiscal dijo, entre otras cosas: 

…“Desde esta perspectiva, el pronóstico de la conducta procesal de Sala en caso de estar en 

libertad, resulta desalentador. Sobre todo, si tenemos en cuenta el contenido de las 

declaraciones testimoniales obrantes a fs. 354, fs. 355, fs. 356, fs. 368, de los autos 

principales, y que hace a la semiplena prueba de la culpabilidad de Sala exigida 

constitucionalmente para mantenerla detenida, resulta francamente perturbador para la 

integridad física de los testigos. Surge de las deposiciones, que la imputada Sala, puede llevar 

                                                           
5 Convención Americana de Derechos Humanos 7.5. 

6 Convención Americana de Derechos Humanos 8.2 
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a cabo con facilidad los males anunciados a cada uno de ellos oportunamente, pues cuenta con 

el absoluto dominio de una compleja organización de recursos económicos y humanos, que 

tornan los males anunciados, en factibles y verosímiles.- Por lo que Sala difícilmente pueda 

estar a derecho, con la potencialidad lesiva de su conducta concreta si fuera liberada a tenor 

de las amenazas supuestamente proferidas …” 

Al momento de dictar la prisión preventiva, el Juez de Control sostuvo: 

“Entonces, la restricción de la libertad, que es una medida de excepción, resulta necesaria para 

asegurar la terminación del proceso con la comparencia de la imputada al juicio, pues, en 

primer lugar, se desprende de las figuras típicas que se le atribuyen a la encargada que en caso 

de una eventual condena, la misma no sería de ejecución condicional (Art. 26 del CPN) y, 

según lo estipula el inc. 1º del Art. 319 de. C.P.P.- Ello por si solo no resulta suficiente para 

determinar la medida requerida pero consiste en un indicador más a tener en cuenta en aras de 

la gravedad del delito endilgado. A esto debe agregarse que la situación de la prevenida 

Milagro Sal no ha variado en lo sustancial de sus argumentos al rechazar el cese de detención 

oportunamente peticionado, esto es que, a mi criterio, existe el riesgo concreto de que la 

instada Milagro Sala –en caso de recuperar su libertad ambulatoria- trate de eludir el accionar 

de la justicia o procure entorpecer la investigación.- Arribo a esta conclusión, además de los 

mencionado en párrafos anteriores acerca de la gravedad del delito que se le atribuye, también 

por la existencia de peligrosidad procesal que en el asunto que nos ocupa existen indicios 

suficientes de fuga o entorpecimiento del proceso, que en el caso de la Sra. Sala son muy 

superiores a los de otros imputados, esto considerando –como lo dije al resolver el incidente 

de mención- el liderazgo o dirección que detenta la nombrada en todos aquellos 

emprendimientos que abarca la organización que integra, circunstancia que evidentemente 

acrecienta las posibilidades de que intente eludir el accionar de la justicia y con mayor razón 

pueda obstruir la presente investigación, ya que la misma tiene relación directa con 

actividades llevadas a cabo por la Organización Barrial Tupac Amaru y cooperativas 

relacionadas con esta, resultando denunciantes numerosos integrantes de las mismas 

cooperativas, por lo que puedo inferir la existencia de vehementes indicios de que la nombrad 

podría obstruir la marcha de la investigación.- En consecuencia, entiendo que corresponde 

hacer lugar al requerimiento del Sr. Fiscal de conformidad con lo allí establecido y dictar 

prisión preventiva en contra de la acriminada nombrada por encontrarse su situación 

comprendida en los Arts. 318 y 319 inc. 1º y 2º del C.P.P.” 

Al resolver la apelación de la prisión preventiva, la Cámara de Apelaciones y Control, dijo 

“Por lo demás es público y notorio el liderazgo que ejerce la encartada como cabeza de una 

organización social que nuclea gran cantidad de personas que podrían ser usadas para 

entorpecer la presente investigación. Circunstancias todas ellas que avalan la ponderación 

realizada.” La misma Cámara, al momento de resolver la apelación contra el auto que rechazó 

el cese de detención de la imputada Sala, dijo “En cuanto a la hipótesis de la existencia de 

peligro procesal, fue debidamente valorado por el Juez de Control, cuando dijo que se trata de 
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una persona que lidera una organización social encargada de distintas obras públicas de la 

provincia, que se trata de un hecho grave, complejo, y en cuanto a las modalidades del hecho, 

destacó que en el mismo intervinieron varias cooperativas, funcionarios y particulares, no 

puede perderse de vista que la misma es cabeza del manejo de las cooperativas, de tal suerte 

que resulta lógico y razonable deducir que entorpecerá la presente investigación.- En relación 

a ello y como una muestra cabal de la acreditación de esta hipótesis, se pondera la existencia 

de las constancias de las actuaciones en la que se investiga un hecho de encubrimiento, en la 

que interviene más de una persona, acción que guarda estricta relación con diligencias 

practicadas en un domicilio de la acusada cuyo resultado (secuestro de documentación) 

guarda relación estricta con la presente investigación.” 

Este hecho de encubrimiento, tuvo lugar cuando, en medio de un allanamiento en uno de los 

domicilios de la Sra Sala, dos hombres mayores de edad fueron descubiertos tratando de 

sustraer documentación del domicilio, lo que configura un vehemente indicio de 

entorpecimiento de la actuación de la justicia. 

Amén de ello, y para confirmar la razonabilidad del auto de prisión preventiva, en el 

entendimiento de la posibilidad real de que se podría obstaculizar la investigación, el día tres 

de octubre, el Sr. Cristian Chorolque, quien fuera uno de los cooperativistas que denunciara 

en enero a la Sra. Sala, encontrándose en su domicilio donde también funciona un taller 

mecánico, siendo aproximadamente las hs. 16:00, es que cierra la puerta de ingreso a su 

vivienda y camina hacia una camioneta que estaba reparando, cuando escucha ruidos de 

motocicleta, la cual se detiene frente a su domicilio y posteriormente escuchó varios impactos 

en su puerta, por lo que de inmediato se dio cuenta que estaban disparando a su domicilio, 

poniéndose al costado de la camioneta para cubrirse, hasta que minutos después, llamó por 

celular a su amigo David Lamas y otros amigos. Cuando el Sr. Lamas se apersona, unos 20 

minutos más tarde, salió de su domicilio y pudo ver que en su puerta había impactos de 

plomo. Este hecho fue denunciado ante la justicia, dando lugar al Expte. Nº P-153.761/16, que 

tramita por ante la Fiscalía de Investigaciones en lo Penal Nº 8. En ese mismo expediente, la 

Sra. Julia Gutiérrez, otra de las cooperativistas que oportunamente hubiera denunciado a la 

Sra. Sala, relató que ese mismo día 03 de octubre, recibió un mensaje de texto desde el 

número 0388-155177987 que decía “MAS VALE QUE DECLAREN A FAVOR DE LA 

FLACA PORQUE SINO LOS VAMOS A HACER BOLETA, Y DIGAN QUE TODO LO 

QUE DECLARARON ANTERIORMENTE LO HICIERON POR PRESION DEL 

GOBIERNO, TRAIDORES HIJOS DE PUTA” 

 

9 - El GTDA afirma que “fue convencido del uso indebido de la figura de la orden de 

detención para privar de la libertad por varios días a la señora Milagro Salas, así como 

también del uso de acusaciones consecutivas por el mismo poder judicial”. 
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El punto señalado contiene una asunción sumamente peligrosa para el sistema de derechos y 

particularmente irradia sus efectos negativos sobre la actuación del Poder Judicial, de manera 

infundada y dogmática. 

Frente a ello, debemos destacar como a partir de los informes emitidos por el Poder Judicial 

de Jujuy, se verifica el cumplimiento de los requisitos normativos contenidos en el derecho 

interno, y que en consecuencia otorgan la debida razonabilidad al encarcelamiento preventivo 

de la Sra. Sala. 

En el sistema procesal que se aplica en la Provincia de Jujuy, el auto de detención cumple con 

todos los requisitos previstos por los estándares internacionales respecto del encarcelamiento 

preventivo.  

De ahí que las observaciones respecto al tiempo de detención de la Sra. Sala sin que se 

hubiera dictado su prisión preventiva, no determinan, como pretende señalar los peticionantes, 

una situación de vulneración de derechos, en sí misma.  

En primer lugar, al momento del dictado de la prisión preventiva, el juez de la causa ponderó 

un importante bagaje de prueba instrumental, documental, de informes y testimoniales, todas 

las cuales fueron descriptas en su valor probatorio para establecer la plena prueba de la 

existencia de los hechos y la semiplena prueba de la culpabilidad de la Sra. Sala en la 

participación de los mismos, tal como lo ordena el código de rito. 

Asimismo, además de evaluar la prueba que permitiera arribar a la conclusión acerca de la 

existencia de los hechos y de la culpabilidad de la imputada en la participación de los mismos, 

el juez de la causa también examinó un importante caudal de denuncias y declaraciones 

testimoniales de integrantes de la R.O.S., referidas al estado de dominación ejercido por su 

líder, la Sra. Sala, para determinar en virtud de ello, una clara potencialidad de que de 

recuperar su libertad en estas instancias del proceso, esas declaraciones sean revertidas a 

fuerza de amenazas y hostigamientos. 

En línea a lo afirmado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y tal como lo establecido 

tiene establecido la CIDH y la Corte IDH, para la justificación del dictado de la prisión 

preventiva el juez además de llevar adelante un análisis de "la gravedad del delito conminado 

en abstracto no basta por sí solo para justificar la prisión preventiva", consideró también " las 

circunstancias personales del imputado y las características del caso, y se debe acreditar en 
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cada situación la existencia de elementos que permitan afirmar el peligro de fuga o de 

entorpecimiento de la investigación".7 

Tal es el razonamiento que puede colegirse del auto de prisión preventiva del juez de la causa 

en cuanto afirma que:  

"el liderazgo o dirección que detenta la nombrada en todos aquellos emprendimientos 

que abarca la organización que integra, circunstancia que evidentemente acreciente las 

posibilidades de que intente eludir el accionar de la justicia y con mayor razón pueda 

obstruir la presente investigación, ya que la misma tiene relación directa con 

actividades llevadas a cabo por la Organización Barrial Tupac Amaru y cooperativas 

relacionadas con esta, resultando denunciantes numerosos integrantes de las mismas 

cooperativas, por lo que puedo inferir la existencia de vehementes indicios de que la 

nombrada podría obstruir la marcha de la investigación."  

Ciertamente, de las denuncias y declaraciones ponderadas por el juez de la causa, surge que la 

Sra. Sala no sólo desplegaba violencia hacia las instituciones del gobierno, sino 

fundamentalmente puertas adentro del conglomerado de organizaciones que ella dirigía. 

Son estos mecanismos internos de coacción los que fueron tomados en cuenta por los 

tribunales de la provincia de Jujuy al momento de fundar el dictado de la prisión preventiva. 

En efecto, tanto desertores como miembros activos de la R.O.S., han dado testimonio en los 

juzgados de sistemáticos actos de humillación y escarnio, que iban desde severas golpizas, a 

los más vergonzantes actos de degradación. En estos relatos, no solo se menciona a Sala como 

autora, material o intelectual, de las amenazas y el maltrato, sin que también hablan de que 

estas prácticas eran realizadas ante los ojos de numerosos miembros de la organización y con 

el respaldo de colaboradores violentos.  

En este sentido resultan descriptivos, entre muchísimos otros, los siguientes testimonios: 

 Cristian Chorolque, integrante de una de las cooperativas de trabajo, declaró que los 

talonarios de factura se los retenía Javier Nieva –un imputado que se encuentra 

prófugo y que fue colaborador directo de Milagro Sala-, que le que emitieron facturas 

sin consentimiento suyo y desconoce el destino de aquellos fondos. A su vez, indicó 

que tiene pleno conocimiento de que Nieva cumplía órdenes de Milagro Sala. Cuando 

fue preguntado por qué motivo accedía a realizar este tipo de operaciones dijo que lo 

hacía por temor a ser agredido por Milagro Sala y los hombres que la respaldan como 

seguridad. También contó que Milagro Sala siempre decía SI ESTAS ADENTRO 

TENES LAS COSAS SI ESTAS AFUERA NO TENES NADA.  

                                                           
7 Procuración General de la Nación: “Merlini, Ariel Osvaldo s/ p.s.a. estafa procesal”, causa S.C. M. 960. 

XLVIII (2014). En el mismo sentido véase, Acuerdo 1/08, Plenario Nº 13 - 'Diaz Bessone, Ramón Genaro 

s/recurso de inaplicabilidad de ley' - CNCP -EN PLENO - 30/10/2008. 
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 Julia del Carmen Gutierrez, integrante de una de las cooperativas de trabajo, declaró 

que le entregaba los cheques a Marcia Sagardía, Javier Nieva y Mabel Balconte 

debido a que era la mecánica de trabajo y de entrega de obras a las cooperativas. Los 

pagos eran establecidos por la señor Milagro Sala quien en forma personal hacía 

reuniones y les decía que si no trabajaban como ella decía no se les iba a otorgar 

ninguna obra y tampoco iban a ser recibidos por Ministerios y/o Municipalidades, sin 

el visto bueno de ella. Tal como le pasó a Martín Cardozo que se fue de la red por no 

estar de acuerdo y que Milagro Sala tomó represalia y le quitaron todos los beneficios 

de su organización. También dijo que tiene miedo por su persona y su familia porque 

convive en el barrio y es difícil salir. 

 Américo Celestino Romay declaró que desde el año 2013 durante las reuniones que 

organizaba Milagro Sala con los cooperativistas siempre elegía a dedo a los 

cooperativistas y les exigía que entreguen las facturas para que ella las llenase y pueda 

presentarlas en distintos organismos y que siempre amenazaba que sino facturan “los 

voy a hacer cagar”. En esas ocasiones siempre estaba acompañada de otras personas 

de sexo masculino, como seguridad, que rodeaban a todos los cooperativistas. A su 

vez, indicó que teme por su seguridad y denunció que hay personas que siguen el 

lineamiento de Milagro Sala y que andan deambulando por su domicilio, pasan y tiran 

bombas de estruendo en la puerta de su vivienda. 

 Leopoldo Jacinto Basualdo, integrante de una de las cooperativas de trabajo, declaró 

que le entregan los cheques a Marcia Sagardía, Javier Nieva y Mabel Balconte debido 

a que fue amenazado por Milagro Sala en una de las reuniones que debió asistir y a 

todos los cooperativistas y le exigió que facture trabajos que nunca se realizó con su 

cooperativa. A su vez, en una fecha le manifestó que si no facturaba le iba a pasar lo 

mismo que a Chorolque“… vas a ir a pasear al dique…” –haciendo referencia que lo 

iba a llevar al dique y que le iba a golpear-. Asimismo, declaró que entregaba las 

facturas para proteger a su familia porque hay experiencia de gente que fue agredida. 

 Walter Matías Romay declaró que al momento en que su organización social, «Fuerza 

Unida», decidió levantarse del acampe, «después de navidad el 26 de septiembre» de 

2015, él y sus compañeros empezaron a recibir llamados telefónicos intimidatorios 

«de que si no volvíamos a la plaza se iba armar quilombo [v.gr. conflictos].»  En este 

sentido, relató que en una oportunidad que la había desobedecido, la propia Milagro 

Sala le propinó «un chirlo», remarcando que, en aquella oportunidad ésta le dijo 

«tenés un hijo, a mí no me tiembla la pera para ponerte un fierro», haciendo la 

referencia al uso de un arma de fuego. Además describió como Sala le “propinó un 

golpe de puño” aSantiago Hamud, secretario del Partido Comunista. 

 Dora Isabel Silisque declaró «nos decían un día antes que teníamos que asistir a las 

reuniones que se hacían, tanto ir al acampe, si no íbamos nos decían que nos iban a 

quitar el trabajo y si no teníamos que pagar un importe por no asistir… Sabíamos que 

[las dirigentes] recibían la orden de la Sra. Milagro Sala.». También indicó que: «a 

una señora que cuidaba el lugar que era un poco sorda, le gritaban y la insultaban… 

y a otra señora que no podía caminar, la maltrataban verbalmente y la cacheteaban… 

La Sra. Milagro nos dijo que teníamos que estar en Alto Comedero y cuando yo fui la 
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delegada me dijo que me tenía que retirar, en ese trayecto yo vi que la Sra. Milagro 

Sala le pegaba piñas en el estómago a los hombres y a las mujeres le echaba agua y 

las insultaba, eran un montón de personas, más o menos, más de cincuenta personas, 

esas personas estaban siendo castigadas por que no la votaban a la Sra. Milagro Sala 

en las últimas elecciones, fueron las elecciones en la que ella tenía que entrar para el 

Parlasur después de octubre del año 2015… estaban siendo castigadas por que 

nosotros éramos los encargados de llevar a la gente a votar y muchos no pudieron 

hacerlo, y ellas nos decían que para eso nos pagaban, eran varias personas las que 

golpeaban y castigaban pero no sé los nombres, pero trabajaban para la Sra. 

Milagro, les decían los monos, y eran la seguridad de Milagro Sala, ellos pegaban 

por orden de Milagro Sala y eran los mismos que estaban en la plaza y cuidaban que 

nadie se vaya, nos tomaban asistencia a cualquier hora, después caía la delegaba y 

nos decía que si nosotros no apoyábamos nos quitaban el trabajo, trabajo que 

cobrábamos por el cajero como capacitadoras… nosotros teníamos que pagar 

banderas, cañas, mesas, la campera, la remera, la gorra, teníamos que pagar 

mensualmente, ellos nos daban la ropa… a veces no nos alcanzaba y podíamos pagar 

en cuotas… y si no pagábamos iban a la casa a hacer problemas.»         

 

De modo que, las razones que justifican la privación de la libertad, toman en cuenta estos 

rasgos que permitieron a la Sra. Sala construir un esquema de opresión y poderío, basado en 

el estado de vulnerabilidad económica y social de sus seguidores, de una naturaleza tal, que 

podría ser reasumido, frustrando a partir de ese momento, las posibilidades de llegar a la 

verdad respecto de los hechos de corrupción que se le imputan. 

En conexión a este último asunto, cabe analizar las afirmaciones de los peticionantes respecto 

de que el auto de prisión preventiva en cuestión sólo hace "referencia a algunas declaraciones 

y expedientes administrativos", para intentar señalar que la prisión preventiva carece de 

pruebas claras que no alcanzan para el dictado de la prisión preventiva. En contra de lo 

afirmado por los peticionantes, cabe destacar que al momento del dictado de la prisión 

preventiva, el juez de la causa ponderó un importante bagaje de prueba instrumental, 

documental, de informes y testimoniales, todas las cuales fueron descriptas en su valor 

probatorio para establecer la plena prueba de la existencia de los hechos y la semiplena prueba 

de la culpabilidad de la Sra. Sala en la participación de los mismos.  

En conclusión, a la luz de las constancias de la causa judicial, debe decirse que la afirmación 

del GTDA no se ajusta a la realidad en tanto resulta ostensible en el auto de imputación y en 

el de prisión preventiva, que el magistrado evalúo una importante cantidad de testimonios, los 

cuales concuerdan con el análisis de los expedientes administrativos, la operatoria bancaria 

para el retiro de dinero en efectivo y una virtual ausencia de obras.  
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La prueba instrumental, documental y testimonial converge, tal como lo señala el juez, con 

algunas de las afirmaciones hechas por los co-imputados, como resulta claramente del auto de 

prisión preventiva a fjs. 4666 vta.  

El GTDA incurre en un error, inducido por las falacias de la fuente de información, cuando 

afirma que existe una sucesión de denuncias realizadas por la propia justicia para mantener la 

privación de libertad de la Sra. Sala. Esta afirmación, carece de sustento fáctico, pues las 

denuncias son realizadas por hechos ocurridos con anterioridad, de los cuales existe 

abundante prueba documental, instrumental, testimonial y hasta fílmica. Es decir, se respeta el 

precepto constitucional por cuanto los hechos denunciados se encontraban tipificados por una 

ley anterior a la comisión de los mismos. 

Efectivamente, de las constancias documentales recolectadas por las nuevas autoridades, se 

acreditó que  existía un plan sistemático por el cual, desde el Estado, se beneficiaba a la 

Organización Barrial Tupac Amaru y a la Red de Organizaciones Sociales, con la firma de 

convenios realizados con instituciones estatales, para la construcción y/o mejora de viviendas. 

La firma de estos convenios era facilitada por la “gestión” de la Sra. Sala, líder de dichas 

organizaciones. Las nuevas autoridades asumidas en el año 2015, constataron la firma de 

estos convenios, los pagos realizados en forma irregular a estas cooperativas y la inexistencia 

de las obras objeto de los convenios. 

A partir de ello, se constató con prueba documental, el pago por PESOS VEINTINUEVE 

MILLONES ($29.000.000) realizados en forma irregular, en perjuicio del Estado Provincial. 

Luego, del resto de las pruebas obtenidas en el expediente, se pudo determinar el modus 

operandi de la asociación ilícita, y los roles que cada imputado ocupaba en la misma. Así, se 

puede observar el secuestro de una máquina de contar dinero, a raíz de un allanamiento en el 

domicilio de la imputada Sala, que confirma la hipótesis del Ministerio Público de la 

Acusación, respecto a que el dinero obtenido del pago de los convenios, en lugar de ser 

utilizado para su fin, era llevado al domicilio de la imputada, quien lo redistribuía en forma 

arbitraria y discrecional, configurándose de esta manera el fraude a la administración 

investigado. 

Por ello, es falsa la afirmación, pues se denunciaron hechos ocurridos entre el 2 al 9 de 

diciembre de 2015, que se encuentran acreditados por distintos medios probatorios. Ante la 

denuncia de un hecho ilícito, los órganos del Poder Judicial, en cumplimiento de las 

facultades, atribuciones y obligaciones establecidas por la Constitución y la ley, procedieron a 

la promoción de las acciones penales.-  

 

10 - El GTDA afirma que “no recibió información relevante por el gobierno de la 

república argentina sobre las acciones legales adoptadas entre 2010 y diciembre de 2015”. 



 
 

   

                                       FISCALÍA DE ESTADO 
                                GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE JUJUY 
 
 

Además de partir de premisas falsas, por ser carentes de todo análisis de la prueba aportada en 

el expediente de referencia, este razonamiento también revela que al momento de emitir su 

Opinión, el Grupo de Trabajo también ha desatendido el entramado de impunidad y 

desgobierno que le permitieron a la Sra. Sala desplegar su actividad liberada de todo tipo de 

control jurisdiccional y administrativo.   

Respecto de esto último, como resultado de una virtual la inacción de los tribunales locales 

para con la investigación una importante cantidad de denuncias penales en contra de la Sra. 

Sala, jamás se merituó ni recolectó evidencia tendiente al efecto de esclarecer los hechos.  

Para entender la envergadura del esquema de protección judicial que gozaba la Sra. Sala debe 

considerarse que a partir de la reforma del Código Procesal de la Provincia se concentraron 

más de 350.000 investigaciones iniciadas antes de 2011, las cuales estaban a cargo de cuatro 

juzgados de instrucción y pasaron a manos de un solo juzgado de transición, a cargo del Dr. 

Francisco Javier Aróstegui.  

El Juez Arostegui sobreseyó a la Sra. Sala en más de 40 causas y utilizó el aparato estatal para 

perseguir a sus enemistadas personales. Por estos hechos, el Juez Arostegui fue denunciado en 

un Jury de Enjuiciamiento, que tramitó bajo el Expediente 3684/13, del Superior Tribunal de 

Justicia.  

Actualmente, el Juez Aróstegui se encuentra imputado en la Causa P-145.222, en trámite ante 

el Juzgado de Control N°2, como autor de los delitos de prevaricato, denegación de justicia, 

encubrimiento, en concurso real y, en la Causa P-145.697/16, del mismo Juzgado, se le 

atribuye retardo malicioso de justicia e incumplimiento de los deberes de funcionario público. 

Todas investigaciones por haber favorecido a Milagro Sala y/o sus allegados. 

La impunidad de la que gozaba la Sra. Sala, se suma la completa ausencia de controles 

administrativos respecto de las obras que debía realizar con el financiamiento estatal. Como 

resultado, la Sra. Sala disponía arbitrariamente los fondos estatales destinados a la 

construcción de viviendas. 

La ausencia de ejecución física de las obras financiadas, importó un fraude a la administración 

por más de 700 millones de pesos a valores historicos, los cuales, fueron absorbidos y 

administrados discrecionalmente Milagro Sala y sus colaboradores. 

 

11 – Señala el GTDA que “Además se pudo observar que jueces y fiscales asignados para 

el conocimiento de las acusaciones fueron seleccionados e iniciaron funciones para delitos 

que no se ajustan a los criterios de urgencia o que pudieron haber esperado a que 

concluyera la feria judicial”. 
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En relación a este punto, vemos un acogimiento total a los planteos de los peticionantes, 

quienes desplegaron una serie de alegaciones adicionales respecto del contexto en que las 

denuncias tuvieron lugar.  

Por una parte, se cuestiona el trámite otorgado a las denuncias en la feria judicial, afirmándose 

o bien dándose a entender que a criterio del GTDA resulta inaceptable que en ese periodo de 

receso, se haya impulsado el tratamiento de las mismas, en tanto en ese periodo sólo pueden 

tramitarse "causas urgentes que requieren intervención inmediata".  

Al respecto cabe reseñar, con sustento en el informe emitido por el Ministerio Público de la 

Acusación, que los motivos por los cuales se habilita para su tramitación las causas durante 

los recesos de Enero y Julio, resultan ser causas con personas detenidas, y causas cuyo objeto 

presenta trascendencia institucional, lo que va de suyo acontecía en la especie.  

En cuanto a estos requisitos, están establecidos desde antaño, en las sucesivas acordadas del 

Superior Tribunal de Justicia, receptadas por el Ministerio Público de la Acusación, que sigue 

estos lineamientos pacíficamente estipulados.  

Por tal motivo, la disconformidad no tiene entidad alguna. 

Por otra parte, tal como lo reconocieron los propios peticionantes, la particularidad de los 

hechos investigados justificaban la toma de medidas investigativas urgentes, en tanto buena 

parte de la evidencia relativa a los mismos se encontraba a disposición de los sujetos 

investigados.   

Así por ejemplo, en uno de los allanamientos llevados a cabo en una casa de recreo de la Sra. 

Sala, en la localidad de El Carmen, el día 27/01/16, dos hombres mayores de edad, cuidadores 

de la vivienda, al advertir la presencia policial,  huyeron y se internaron en el monte con tres 

bolsos cargados con elementos de informática y documentación, a un lugar donde ya habían 

escondido algunos elementos en un pozo, constancias que aportaron elementos para la 

investigación de la causa, como si supieran con certeza el inconveniente que implica su 

secuestro para quien era propietaria del predio, la Sra. Sala. Esto motivo que se labren 

actuaciones ante la Fiscalía de turno, y ambas personas fueran imputadas como coautoras del 

delito de encubrimiento por favorecimiento personal artículo 277 inciso a) del Código Penal 

de la Nación, en la causa tramitada por Expte. Nº 130546/16 caratulado: “ARAGON 

FABIAN RICARDO Y ROJAS NELSON RUBÉN. P.S.A. ENCUBRIMIENTO 

AGRAVADO. EL CARMEN” en trámite y de inminente elevación a juicio. 

 

12 - El grupo de trabajo recuerda que el articulo 9 (I) del PICDP estipula que "Nadie 

podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por la ley y con arreglo al 
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procedimiento establecido en esta". Por consiguiente para que una privación de la 

libertad pueda ser considerada licita o no arbitraria debe respetar el procedimiento 

legal previamente establecido. En ese contexto, el comité de derechos humanos ha 

señalado que en el procedimiento de detención se deben identificar a los funcionarios 

facultados para ello… El Fuero parlamentario y el procedimientoi de desafuero de los 

parlamentarios cuyo propósito es proteger la función legislativa de abusos judiciales, 

como fase previa a la privación de la libertad y o procesamiento de congresistas. En ese 

contexto en los países en los cuales la legislación nacional establece causas especificas y 

un procedimiento especial para proceder a la privación de la libertad y/o el 

procesamiento judicial de los parlamentarios, estas normas integran "las causas fijadas 

por ley y con arreglo al procedimiento establecido en esta". Como se mencionó, cuando 

el orden jurídico exige que se de un desafuero como condición previa para privar de la 

libertad a una persona, este requisito debe ser observado. A partir del desafuero la 

autoridad adquiere competencia para ordenar la detención. La vulneración de lo 

anterior genera una detención arbitraria ya que la detención no fue ordenada por 

autoridad judicial competente. Su inobservancia configura una violación al derecho a no 

ser privado arbitrariamente de la libertad y del derecho a las garantías judiciales en el 

proceso penal…Por lo anterior, el grupo de trabajo constato que la privación de 

libertad, al no mediar el procedimiento de desafuero de milagro amalia angela sala, se 

llevo a cabo en contravención del ordenamiento jurídico aplicable argentino, tanto de 

indo constitucional como legal y derivado de instrumentos internacionales. 

(Considerando 114-115-116) 

 

Tanto el Grupo de Trabajo como los peticionantes afirman que la detención de la Sra. Sala 

resulta arbitraria por cuanto goza del fuero parlamentario por su calidad de miembro del 

Parlasur y no hubo instancia de desafuero como requisito o condición previa a la privación de 

su libertad, por lo que la autoridad que ordenara su arresto no tenía competencia para ello ni 

se siguieron las pautas normativas relevantes. 

El supuesto fuero o privilegio parlamentario que se discute deriva del artículo 16 de la Ley 

27.120, que dispuso que los parlamentarios del Mercosur serían asimilados en el derecho 

interno a los diputados nacionales respecto de, entre otros asuntos, las inmunidades 

parlamentarias, siempre y cuando la materia no se regule específicamente en el Protocolo 

Constitutivo del Parlamento del Mercosur.  

Resulta relevante destacar que la inmunidad de arresto no se encuentra establecida en el 

Protocolo del Mercosur, por lo que la misma solo podría derivarse del derecho interno 

argentino.  

Ahora bien, teniendo en cuenta que dentro del ordenamiento jurídico argentino las 

inmunidades parlamentarias, de expresión y arresto aplicables a los diputados nacionales, se 
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encuentran establecidas en los artículos 68 y 69 de la Constitución Nacional, no podía el 

legislador por vía de una norma de rango inferior, crear nuevas inmunidades o extenderlas a 

supuestos no previsto en la Constitución pues las mismas son de interpretación restrictiva y no 

podían ser ampliadas por ley, tal como ha sido largamente reconocido por una pacífica 

jurisprudencia de nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación.  

De lo anterior se deriva entonces que el mencionado artículo deviene contrario a la 

Constitución y, por lo tanto, inaplicable al caso de la Sra. Sala, tal como se ha pronunciado 

toda la jurisprudencia. 

Este razonamiento fue compartido, tanto por el juez que debió resolver un habeas corpus 

presentado con motivo de la detención oficiado en la causa del N° P-131.072/16, como por el 

juez de la causa N° P-129.652/16.  

Ambos fallos fueron apelados por la defensa y confirmados en sendos decisorios de los 

tribunales de alzada. 

B.ii. Conclusiones. 

En su Opinión N° 31/2016, el Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria concluye que la 

privación de la libertad de la Sra. Milagro Sala resulta arbitraria y en consecuencia 

recomienda su liberación y la compensación económica de parte del Estado. 

A la luz de los informes emitidos por el Poder Judicial de la provincia de Jujuy y el Ministerio 

Público de la Acusación que forman parte de la presente comunicación, podemos arribar a la 

conclusión de que las premisas en las que se funda el razonamiento del GTDA atienden una 

serie de cuestiones fácticas planteadas por los peticionantes como esenciales para arribar a 

semejante conclusión, pero desatiende el análisis concreto, consustanciado y objetivo del 

desarrollo de las diversas causas penales en las que se encuentra incriminada la Sra. 

Sala. 

De modo manifiesto, el Grupo de Trabajo atribuye el origen de las investigaciones judiciales a 

un informe efectuado por la Auditoría General de la Nación en el año 2010, sin prestar 

atención al importante caudal de evidencia colectada en la causa N° P-129.652/16 –entre 

otras-, uno de los dos expedientes judiciales expresamente señalados en su deliberaciones. 

Estimamos, siempre en base a los informes presentados por los órganos jurisdiccionales con 

competencia del Poder Judicial, que el GTDA ha incurrido en un error en el que fue 

inducido por la manipulación y direccionamiento de la información que han efectuado 

los peticionantes en sus informes. 

El punto no es menor, desde que el GTDA atribuye erróneamente al informe de AGN de 

2010 el origen de la investigación penal por fraude a la administración pública que se 

sigue contra la Sra. Sala, cuando en realidad, la causa judicial señalada se originó a raíz 
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de hechos objetivamente distintos, vinculados con la extracción ilegal de 29 millones de 

pesos el día 9 de diciembre de 2015, en un esquema de corrupción y delincuencia 

organizada.  

Estos hechos delictivos comenzaron a ser investigados por la Justicia a raíz de una denuncia 

efectuada por el Presidente del Instituto de Vivienda y Urbanismo de la provincia de Jujuy al 

advertir el faltante de fondos públicos en enero de 2016, y a partir de las denuncias efectuadas 

por 9 presidentes de organizaciones sociales de Jujuy que eran parte integrante de la Red de 

Organizaciones Sociales que lideraba la Sra. Sala. 

A partir de esta omisión, es comprensible que todas sus consideraciones relativas al 

hecho de corrupción investigado resulten palmariamente inválidas.  

Lo más grave, en realidad, es que producto de estas mismas carencias, las verdaderas 

razones que justifican privación de la libertad de la Sra. Sala permanecieron 

inadvertidas a lo largo de toda la Opinión del Grupo de Trabajo. 

Así las cosas, se advierte un distanciamiento entre la realidad de los hechos constatados y 

debidamente acreditados en las causas judiciales que actúan de base para cualquier análisis 

sobre la privación de la libertad de Milagro Sala y los fundamentos aportados por los 

peticionantes ante el GTDA que luego devinieron en los soportes esenciales de la opinión N° 

31/2016. Además el Grupo de Trabajo ha omitido evaluar relevantes cuestiones procesales de 

vital trascendencia al momento de analizar la justificación del dictado de las medidas 

privativas de la libertad, en particular, y del resguardo del debido proceso y del derecho de 

defensa, en general.  

Queda acreditado que durante todo el proceso se brindó a la Sra. Sala y a su defensa amplias 

oportunidades de controlar todos los actos procesales. Sus abogados estuvieron presentes en 

todos los actos de producción de prueba —testimoniales, allanamientos y declaraciones de co-

imputados. Todas sus impugnaciones fueron debidamente atendidas y jamás se presentó 

reclamo alguno de que se le hubiera impedido el acceso a las actuaciones. 

Cabe subrayar en esta conclusión que a la luz del análisis objetivo y concreto de los 

expedientes judiciales señalados a lo largo de éste informe, la Sra. Sala jamás propuso —hasta 

ahora no lo ha hecho— ninguna prueba en su defensa y/o brindo algún argumento tendiente a 

desvincularla de los hechos por los cuales es investigada penalmente, en cada una de las 

investigaciones en curso. 

Por el contrario, en la causa N° P-129.652/16, analizada por el Grupo de Trabajo, la defensa 

interpuso una gran cantidad de impugnaciones e incidentes de nulidad.  
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Cinco de ellas, luego de ser rechazadas por el juez de la causa, fueron declaradas desiertas, en 

tanto no fueron impulsadas por la defensa en la segunda instancia, por lo que fueron 

consentidas y se encuentran firmes.  

Sólo una de ellas, referida a los pretendidos privilegios parlamenterios fue debidamente 

promovida por la defensa ante el tribunal de alzada, obteniendo, no obstante, un resultado 

adverso de parte de la Cámara de Apelaciones.  

En definitiva, se advierte entonces que la estrategia de litigio de la defensa de la Sra. 

Sala es la de utilizar el sistema internacional, como una suerte de bypass a las reglas 

procesales locales, reclamando, a partir de ello, una intervención foránea, desprovista, por su 

lejanía, de las posibilidades de conocer la complejidad e integridad de los hechos 

investigados. 

Sobre este último asunto vale también remarcar que el Código Procesal de la Provincia de 

Jujuy se encuentra a la altura de los estándares constitucionales y convencionales en materia 

de resguardo de la defensa en juicio y garantía del debido proceso. Expresamente prevé que 

en la aplicación de medidas de coerción personal se debe cumplir con los estándares 

internacionales de derechos humanos.  

En efecto los requisitos para el dictado de medidas privativas de la libertad exigen además de 

que la condena sea de ejecución, existiere verosimilitud del derecho, esto es, se encuentre 

acreditado el delito investigado, y peligro de la demora, que en el caso se manifiesta a través 

de vehementes indicios de que el imputado tratará de eludir la acción de la justicia o 

entorpecer su investigación.  

También, de modo coherente con el sistema establecido, dada la relevancia del derecho 

fundamental intervenido y por imperio del principio de inocencia, la justificación de la prisión 

preventiva tiene de acuerdo al Código Procesal Penal carácter excepcional y debe ser atendido 

en base al criterio de proporcionalidad.          

Hay otras, que exigen considerar circunstancias de complejidad estructural y resultan 

trascendentales para echar luz y desactivar la sospecha del Grupo de Trabajo respecto de la 

alegada celeridad con las que las causas están siendo tramitadas.  

Es que, sólo a través de un acabado análisis de la matriz de corrupción que la justicia local 

está investigando, en un esquema de impunidad y desgobierno, puede comprenderse cómo la 

Sra. Sala pudo desplegar, durante años, toda su actividad, redimida de cualquier control 

jurisdiccional y administrativo.  

Ciertamente, producto de una virtual inacción de la justicia local para con más de 40 

denuncias penales presentadas en contra de la Sra. Sala, jamás se merituó ni recolectó 

evidencia al efecto de esclarecer los hechos. Por el contrario, como resultado de una reforma 
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legislativa operada, todas estas causas se concentraron en un sólo Juez, actualmente imputado 

en dos causas. Una como autor de los delitos de prevaricato, denegación de justicia, 

encubrimiento, en concurso real. Otra en donde se le atribuye retardo malicioso de justicia e 

incumplimiento de los deberes de funcionario público. Todas investigaciones por haber 

favorecido a Milagro Sala y/o sus allegados. 

También se encuentran actualmente investigados por la justicia local el ex-Gobernador de la 

Provincia y altos funcionarios su administración. De acuerdo las indagaciones realizadas por 

la fiscalía actuante, el ex Gobernador y sus colaboradores descentralizaron en la denominada 

Unidad Ejecutora Provincia (UEP), las funciones de monitoreo del IVUJ, principal organismo 

de vivienda de la provincia. Todo al efecto de facilitar veladamente un desmanejo 

administrativo, que permitió a la organización liderada por Milagro Sala, consumar un defalco 

por más de 700 millones de pesos.   

En efecto, tras un exhaustivo trabajo de campo oficiado por las nuevas autoridades de IVUJ, 

se comprobó que 1836 viviendas a cargo de cooperativas nucleadas por la organización Tupac 

Amaru, jamás fueron construidas, mientras otras 524 estaban inconclusas. Sin embargo, todas 

habían sido informadas como completamente finalizadas y fueron íntegramente pagadas, 

algunas de ellas incluso con adicionales de pago (Addendas), los cuales también reportaban 

importantes irregularidades. 

Debe entenderse que es este el esquema de anarquía administrativa, fuertemente avalado por 

las entonces máximas autoridades del gobierno nacional, el que le permitió a Milagro Sala 

tener acceso a un manejo discrecional de fondos millonarios.  

No es casualidad que en la causa en la que se investiga el faltante de 2500 viviendas –

insistimos, pagadas y no construidas- la justicia provincial de Jujuy haya imputado a José 

Lopez (ex secretario de vivienda y obras públicas), hoy privado de su libertad en Buenos 

Aires por haber sido encontrado infraganti literalmente “revoleando” bolsos con más de 9 

millones de dólares, así como también se encuentran imputados otros ex funcionarios de la 

cartera ministerial que administraba el Arq. Julio de Vido, Ministro durante la administración 

de Cristina Fernández de Kirchner. 

Como ha podido acreditarse en la causa recién mencionada, la ejecución de los planes de 

viviendas investigados estuvo siempre teñida de irregularidades, inequidades y abusos.  

De ahí el rechazo que generaron las políticas que tuvieron como objeto permitir la 

transparencia del sistema, mediante la bancarización y re-empadronamiento de cooperativas.  

En este sentido, también deben considerarse, como hechos nuevos, las afirmaciones de 

muchos testimonios incorporados en la causa, que hablan de la estricta vinculación entre 

Milagro Sala y la ex presidente Cristina Fernández de Kirchner. 
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Debemos recordar que Mabel Balconte declaró que ella fue testigo de como Milagro Sala 

llevaba bolsos con dinero proveniente de los programas federales de vivienda a la residencia 

de Olivos, y como este dinero mal habido era entregado en manos de Máximo Kirchner. 

Sólo así, a la luz de estos aspectos estructurales, es que puede desvirtuarse la aparente calidad 

transitiva que parece hallar el Grupo de Trabajo en la privación de la libertad  de la Sra. Sala 

por los delitos de corrupción que se investigan.  

Finalmente, vale también repasar el alegato referido a los supuestos privilegios parlamentarios 

que le asisten a la Sra. Sala en su carácter de representante electa del Parlasur.  

Al respecto, la Opinión del Grupo omite considerar los decisorios de los tribunales de la 

Provincia de Jujuy, que en diferentes instancias y en línea a lo resulto en precedentes de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación, afirmaron coincidentemente que los privilegios que 

la Constitución Nacional otorga en forma expresa a los Senadores y Diputados (art. 69 de la 

Constitución de la Nación Argentina), no pueden hacerse extensivos a otros funcionarios por 

una ley de menor rango.  

Este razonamiento fue compartido, tanto por el juez que debió resolver un habeas corpus 

presentado con motivo de la detención oficiado en la causa del N° P-131.072/16, como por el 

juez de la causa N° P-129.652/16, ambas expresamente consideradas por el Grupo de Trabajo. 

Ambos fallos fueron apelados por la defensa y confirmados en sendos decisorios de los 

tribunales de alzada.  

Finalmente y aunque no haya sido abordado este aspecto por parte del GTDA, existen aun 

pendientes de resolución causas penales que se siguen en contra de la Sra. Sala en el fuero 

federal, ante Juzgados Federales. 

En resumidas cuentas, la Opinión del Grupo de Trabajo omite una serie de consideraciones 

factuales que sólo pueden evaluarse a través de un cuidadoso análisis de todo el plexo 

probatorio de los expedientes tomados en consideración.  

Sin ello, no resulta posible ponderar las circunstancias delictuales personales de la Sra. Sala, 

que junto a las características de los hechos de corrupción por la que se la investigan, 

determinan que de recuperar su libertad, existe una alta probabilidad de que intentará 

entorpecer los objetivos del proceso. 

Es en virtud de todos estos sensibles y muy preocupantes elementos facticos debidamente 

acreditados en sede judicial y atento al respeto irrestricto a los organismos internacionales en 

materia de derechos humanos, que el Gobierno argentino y el Gobierno de la provincia de 

Jujuy han requerido una visita del GTDA a la provincia, pues de esa manera, en el propio 

marco de sus mecanismos de seguimiento, el organismo podrá tomar cabal conocimiento de 

todas las circunstancias sobre las que se requirió su intervención.  
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Por las mismas razones, a través de la presente efectuamos formal invitación de visita al país 

y a la provincia a esta ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos.     

Todo ello sin perjuicio de las observaciones que formalmente y a través de los canales 

previstos por las resoluciones de Naciones Unidas8 puedan efectuarse respecto de la Opinión 

N° 31/2016 del GTDA, conforme los hechos nuevos y el estado actual de los procesos 

vigentes, que no pudieron ser considerados y que justificaron una opinión parcial de los 

hechos. 

Por último, es imperioso aclarar que lo que está sucediendo en el Poder Judicial de la 

Provincia de Jujuy, no escapa a lo que ocurre en todo el territorio de la Nación, en donde el 

Poder Judicial, respondiendo al clamor público de acabar con la impunidad de los crímenes 

cometidos en perjuicio del Estado, se encuentra investigando todos los delitos relacionados 

con la corrupción estatal. Así, en el fuero Federal, se encuentran procesados, investigados y 

hasta detenidos con prisión preventiva, ex funcionarios, dirigentes y empresarios, acusados 

por cometer delitos en perjuicio del erario público. Las nuevas autoridades, aseguran el marco 

de independencia del Poder Judicial, del que se carecía hasta hace poco tiempo, para que se 

puedan investigar todos los delitos que se cometieron en contra de los intereses del Estado. 

Todo ello, en cumplimiento de los instrumentos internacionales de los cuales la República 

Argentina es signataria y ha ratificado por ley (Convección Interamericana contra la 

Corrupción, ratificada por ley 24.759 y Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción ratificada por ley 26.097).      

  

    

 

                                                           
8 Resolución 1991/42 –complementada y clarificada por la resolución 1997/50- del Consejo de 

Derechos Humanos 




